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Cartagena de Indias D. T y C., miércoles, 05 de julio de 2023

Oficio AMC-OFI-0098979-2023

Señor(a)
FRAN SANCHEZ CASTILLA
Representante legal SINCONTAXCAR
sincontaxcar@hotmail.com
Ciudad

Asunto: Informe de respuesta por parte de la Escuela de Gobierno y Liderazgo

Cordial saludo,

En atención al Oficio AMC-OFI-0085156-2023, mediante el cual se le remitió a la Escuela de
Gobierno y Liderazgo del Distrito de Cartagena la solicitud bajo radicado EXT-AMC-23-0044589,
nos permitimos informarle que esta entidad a través de su Directora emitió respuesta mediante
Oficio AMC-OFI-0086492-2023, indicando los pasos a seguir por parte de usted para la
materialización de la petición de competencia de esa entidad.

Por lo anterior, anexo a este oficio encontrará la respuesta brindada por ellos.

Atentamente,

DIGNA VARGAS ARROYO

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 219 GRADO 33

DEPARTAMENTO ADMINSITRATIVO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE – DATT

AREA DE TRANSPORTE PÚBLICO

Proyectó. Loly Ozuna Martínez - Asesora Externa Area Transporte Público – Datt



https://sigob.cartagena.gov.co/SeguimientoCorrespondencia?id=16GcSP5Dzq929E919ha0TEondAwQ%2BZcZN%2FhWKffq6fA%3D

Cartagena de Indias D. T y C., viernes, 21 de julio de 2023

Oficio AMC-OFI-0109371-2023

Señor
SALVADOR FLOREZ CARRASQUILLA
GERENTE
EMPRESA DE TRANSPORTES RODRIGUEZ TORICES Y CIA. LTDA

ASUNTO: SOLICITUD DE LA ULTIMA TARJETA DE OPERACIÓN

Cordial saludo,

Por medio de la presente la Oficina de Transporte Publico-DATT, le da respuesta a su solicitud
donde nos solicita la fecha de la ultima de tarjeta de operación de las siguientes placas:

Atentamente,

DIGNA VARGAS ARROYO

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 219 GRADO 33

DEPARTAMENTO ADMINSITRATIVO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE – DATT

AREA DE TRANSPORTE PÚBLICO

Proyectó. Loly Ozuna Martínez - Asesora Externa Area Transporte Público – Datt

PLACA TARJETA DE OPERACIÓN ULTIMO REGISTRO

TTA176 114665 07/14/2011

UAG009 114949 07/28/2011

UAB764 NO EXISTEN REGISTROS

UAD403 NO EXISTEN REGISTROS

UAE330 NO EXISTEN REGISTROS

UAF253 NO EXISTEN REGISTROS

UAF367 NO EXISTEN REGISTROS



https://sigob.cartagena.gov.co/SeguimientoCorrespondencia?id=eHcJsnygHQCB8CID5PUIn1%2FAyZK%2F7aGLXB7ssKpkbjE%3D

Cartagena de Indias D. T y C., viernes, 21 de julio de 2023

Oficio AMC-OFI-0109423-2023

Dr. (a)
Karen Velasquez Rojano
Subdirectora Técnica Operativa
Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte

Asunto: RE: SOLICITUD DE INFORMACION

Cordial saludo,

En atención al Oficio AMC-OFI-0098951-2023, nos permitimos remitir la
información requerida.

Adjunto a este Oficio se encuentra el archivo excel donde se detalla cada item
requerido por usted, esto es, placa, estado, servicio, marca, clase, modelo,
capacidad, empresa a la que se encuentra vinculado, ultima tarjeta de operación y
fecha de vencimiento.

De igual manera en un segundo archivo excel, podrá encontrar la dirección,
teléfono y correo electrónico de cada empresa.

Atentamente,

Digna Vargas Arroyo
Profesional Universitario Código 219 Grado 33

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT
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Cartagena de Indias D. T y C., martes, 25 de julio de 2023

Oficio AMC-OFI-0110926-2023

Señor(a).
JULIAN ANDRÉS TABORDA CALVO
CC. 1037657700
C.E. gtaborda62@gmail.com
E. S. M.

Asunto: Respuesta a petición.

Cordial saludo,

Por medio de la presente y con el acostumbrado respeto que nos caracteriza, nos permitimos informar a
usted que, ante esta entidad se encuentra en curso el trámite de un proceso administrativo sancionatorio en
su contra por la presunta infracción a las normas de transporte. Es importante indicarle que este proceso
cuenta con unas etapas que, en aras de garantizar el debido proceso y el derecho de defensa, deben ser
respetadas y llevadas a cabo según lo establecido en la ley.

Ahora bien, le informamos que a la fecha se expidió la resolución de apertura de la investigación y se
encuentra en etapa de notificación. Pues bien, hasta tanto esta etapa no culmine en debida forma y así
mismo culmine el término para presentación de descargos o pronunciamientos, no es posible expedir la
resolución mediante la cual se decide la investigación en curso.

Amén de lo expuesto, hemos dado respuesta a su solicitud de acuerdo a lo establecido en la ley 1755 de

2015.

Atentamente,

DIGNA VARGAS ARROYO

PROFESIONAL UNIVERSITARIO CODIGO 219 GRADO 33

DEPARTAMENTO ADMINSITRATIVO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE – DATT

AREA DE TRANSPORTE PÚBLICO

Proyectó. Loly Ozuna Martínez - Asesora Externa Area Transporte Público – Datt
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RESOLUCION No- 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RECHAZA UN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA 

LA RESOLUCIÓN 6556 DE FECHA 13 DE MAYO DE 2022 Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
 

Dirección: Sede Manga, Cuarta Avenida Calle 29 No. 17 - 189 
Dirección: Sede Marbella, Avenida Santander Edificio Mar del Norte No. 29 A - 46 

E-mail: info@transitocartagena.gov.co 
Cartagena de Indias - Colombia 

 

 

EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas 

en los artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el 

Decreto 1701 de 2015 y,     

 

I- CONSIDERANDO 

 

Que la Constitución Política en su artículo 209 y la ley 489 de 1998, determina como 

deber de las autoridades, coordinar sus actuaciones para el cumplimiento de los 

fines del Estado, teniendo en cuenta que la función administrativa está al servicio 

del interés general y se desarrolla bajo los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Que el artículo 1 de la Ley 1437 de 2011 establece que las normas consagradas en 

la parte primera del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo tienen como finalidad proteger y garantizar los derechos y libertades 

de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las 

autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 

cumplimiento de los fines estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de 

la administración y la observancia de los deberes del Estado y de los particulares. 

 

Que el artículo 34 ibidem consagra que las actuaciones administrativas se sujetarán 

al procedimiento administrativo común y principal que se establecen en la norma 

plurimencionada, sin perjuicio de los procedimientos administrativos regulados por 

leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones de 

la primera parte del Código y a su vez el artículo 43 dispone que son actos 

definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan 

imposible continuar la actuación. 

 

Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 74 de la Ley 1437 de 2011 por regla 

general, contra los actos definitivos procederán los recursos de reposición, ante 

quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque y el de 

apelación, ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 

propósito. 

 

II- ANTECEDENTES 

 

Mediante Resolución 2106 del 23 de junio de 2021, el director del Departamento 

Administrativo de Tránsito y Transporte de Cartagena de Indias, decide abrir 

investigación administrativa contra los señores FRANKLIN BURGOS ZABALETA, 

DANIELA LÓPEZ GIL y contra la Empresa de servicio público de transporte terrestre 

automotor individual de pasajeros de vehículos taxi COOPERATIVA INTEGRAL DE 

TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO – COOINTRATURISMO. 

 

El 15 de septiembre de 2021, la empresa presenta descargos contra la Resolución 

de apertura. 
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Mediante Resolución 6556 del 13 de mayo de 2022, se decide sancionar a la señora 

DANIELA LÓPEZ GIL y a la COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE, RECREACIÓN Y 

TURISMO – COOINTRATURISMO 

 

El día 29 de noviembre de 2022, este Organismo de Tránsito notificó a la empresa 

por medio de correo electrónico. 

 

El día 16 de diciembre de 2022 en ventanilla única de atención al ciudadano es 

recibido recurso de reposición interpuesto por la empresa y radicado bajo EXT-

AMC-22-0125110. 

 

 

III- FUNDAMENTOS JURÍDICOS  

 

El despacho trae a colación la normatividad aplicable al trámite de los recursos, es 

así como la ley 1437 de 2011 en su artículo 76 establece la oportunidad para la 

presentación de los recursos, así: 

 
“ARTÍCULO 76. OPORTUNIDAD Y PRESENTACIÓN. Los recursos de reposición y 

apelación deberán interponerse por escrito en la diligencia de notificación 

personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por 

aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso.” 

 

De otro lado, el artículo 77 de la citada ley dispone: 
 

 

“ARTÍCULO 77. REQUISITOS. Por regla general los recursos se interpondrán por 

escrito que no requiere de presentación personal si quien lo presenta ha sido 

reconocido en la actuación. Igualmente, podrán presentarse por medios 

electrónicos. 

 

Los recursos deberán reunir, además, los siguientes requisitos: 

 

1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o 

apoderado debidamente constituido. (…) “ 

 

Finalmente, el artículo 78 consagra el rechazo del recurso así: 

 
“ARTÍCULO 78. RECHAZO DEL RECURSO. Si el escrito con el cual se formula el 

recurso no se presenta con los requisitos previstos en los numerales 1, 2 y 4 del 

artículo anterior, el funcionario competente deberá rechazarlo…” 

 

 

IV- CONSIDERACIONES 

 

Atendiendo la normatividad que regula la materia, puede observarse que el 

memorial presentado por parte de la COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE, 

RECREACIÓN Y TURISMO – COOINTRATURISMO el día 16 de diciembre de 2022 bajo 

radicado EXT-AMC-22-0125110, contra la decisión adoptada mediante Resolución 

6556 del 13 de mayo de 2022, fue radicado de manera extemporánea pues el 
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término legal para hacerlo venció el día 14 de diciembre de 2022, por tanto, el 

despacho procederá a rechazar el recurso impetrado.  

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO:  RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto por 

COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO – 

COOINTRATURISMO 
 

ARTICULO SEGUNDO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la 

empresa COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO – 

COOINTRATURISMO de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 

de 2011. 

 

ARTÍCULO TERCERO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6556 del 

13 de mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la 

Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la 

ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas 

en los artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el 

Decreto 1701 de 2015 y,     

 

I- CONSIDERANDO 

 

Que la Constitución Política en su artículo 209 y la ley 489 de 1998, determina como 

deber de las autoridades, coordinar sus actuaciones para el cumplimiento de los 

fines del Estado, teniendo en cuenta que la función administrativa está al servicio 

del interés general y se desarrolla bajo los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Que el artículo 1 de la Ley 1437 de 2011 establece que las normas consagradas en 

la parte primera del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo tienen como finalidad proteger y garantizar los derechos y libertades 

de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las 

autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 

cumplimiento de los fines estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de 

la administración y la observancia de los deberes del Estado y de los particulares. 

 

Que el artículo 34 ibidem consagra que las actuaciones administrativas se sujetarán 

al procedimiento administrativo común y principal que se establecen en la norma 

plurimencionada, sin perjuicio de los procedimientos administrativos regulados por 

leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones de 

la primera parte del Código y a su vez el artículo 43 dispone que son actos 

definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan 

imposible continuar la actuación. 

 

Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 74 de la Ley 1437 de 2011 por regla 

general, contra los actos definitivos procederán los recursos de reposición, ante 

quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque y el de 

apelación, ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 

propósito. 

 

II- ANTECEDENTES 

 

Mediante Resolución 2102 del 23 de junio de 2021, el director del Departamento 

Administrativo de Tránsito y Transporte de Cartagena de Indias, decide abrir 

investigación administrativa contra los señores OMAR CORDERO GUERRERO, 

FERNANDO CARO RODRIGUEZ y contra la Empresa de servicio público de transporte 

terrestre automotor colectivo distrital de pasajeros EMPRESA DE TRANSPORTES 

RENACIENTE S.A. 

 

Mediante Resolución 6567 del 16 de mayo de 2022, se decide sancionar al señor 

FERNANDO CARO RODRIGUEZ y a la EMPRESA DE TRANSPORTES RENACIENTE S.A 
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El día 21 de diciembre de 2022, este Organismo de Tránsito notificó a la empresa 

por medio de correo electrónico. 

 

El día 06 de enero de 2023 es recibido en el buzón electrónico 

transportepublico@transitocartagena.gov.co recurso de reposición interpuesto por 

la empresa. 

 

 

III- FUNDAMENTOS JURÍDICOS  

 

El despacho trae a colación la normatividad aplicable al trámite de los recursos, es 

así como la ley 1437 de 2011 en su artículo 76 establece la oportunidad para la 

presentación de los recursos, así: 

 
“ARTÍCULO 76. OPORTUNIDAD Y PRESENTACIÓN. Los recursos de reposición y 

apelación deberán interponerse por escrito en la diligencia de notificación 

personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por 

aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso.” 

 

De otro lado, el artículo 77 de la citada ley dispone: 
 

 

“ARTÍCULO 77. REQUISITOS. Por regla general los recursos se interpondrán por 

escrito que no requiere de presentación personal si quien lo presenta ha sido 

reconocido en la actuación. Igualmente, podrán presentarse por medios 

electrónicos. 

 

Los recursos deberán reunir, además, los siguientes requisitos: 

 

1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o 

apoderado debidamente constituido. (…) “ 

 

Finalmente, el artículo 78 consagra el rechazo del recurso así: 

 
“ARTÍCULO 78. RECHAZO DEL RECURSO. Si el escrito con el cual se formula el 

recurso no se presenta con los requisitos previstos en los numerales 1, 2 y 4 del 

artículo anterior, el funcionario competente deberá rechazarlo…” 

 

 

IV- CONSIDERACIONES 

 

Atendiendo la normatividad que regula la materia, puede observarse que el 

memorial presentado por parte de la EMPRESA DE TRANSPORTES RENACIENTE S.A el 

día 06 de enero de 2023 contra la decisión adoptada mediante Resolución 6567 

del 16 de mayo de 2022, fue radicado de manera extemporánea pues el término 

legal para hacerlo venció el día 04 de enero de 2023, por tanto, el despacho 

procederá a rechazar el recurso impetrado.  

 

mailto:transportepublico@transitocartagena.gov.co


 

 

FORMATO DE RESOLUCIONES   

 GTTGJ: GESTIÓN JURIDICA 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DISTRITAL 

 

Código: GTTGJ-F004 
 

Vigencia: 02/12/2017 
 

Versión: 1.0 

 

RESOLUCION No- 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RECHAZA UN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA 

LA RESOLUCIÓN 6567 DE FECHA 16 DE MAYO DE 2022 Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES” 
 

Dirección: Sede Manga, Cuarta Avenida Calle 29 No. 17 - 189 
Dirección: Sede Marbella, Avenida Santander Edificio Mar del Norte No. 29 A - 46 

E-mail: info@transitocartagena.gov.co 
Cartagena de Indias - Colombia 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTÍCULO PRIMERO:  RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto por EMPRESA 

DE TRANSPORTES RENACIENTE S.A contra la Resolución 6567 del 16 de mayo de 

2022. 
 

ARTÍCULO SEGUNDO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la 

EMPRESA DE TRANSPORTES RENACIENTE S.A de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO TERCERO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6567 del 

13 de mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la 

Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la 

ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT 

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
 

 



 

 

FORMATO DE RESOLUCIONES   

 GTTGJ: GESTIÓN JURIDICA 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DISTRITAL 

 

Código: GTTGJ-F004 
 

Vigencia: 02/12/2017 
 

Versión: 1.0 

 

RESOLUCION No- 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RECHAZA UN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA 

LA RESOLUCIÓN 6604 DEL 16 DE MAYO DE 2022 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

Dirección: Sede Manga, Cuarta Avenida Calle 29 No. 17 - 189 
Dirección: Sede Espinal, Carrera 14 No. 31A – 15 

E-mail: info@transitocartagena.gov.co 
Cartagena de Indias - Colombia 

 

 

EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas 

en los artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el 

Decreto 1701 de 2015 y,     

 

I- CONSIDERANDO 

 

Que la Constitución Política en su artículo 209 y la ley 489 de 1998, determina como 

deber de las autoridades, coordinar sus actuaciones para el cumplimiento de los 

fines del Estado, teniendo en cuenta que la función administrativa está al servicio 

del interés general y se desarrolla bajo los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 

Que el artículo 1 de la Ley 1437 de 2011 establece que las normas consagradas en 

la parte primera del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo tienen como finalidad proteger y garantizar los derechos y libertades 

de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las 

autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 

cumplimiento de los fines estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de 

la administración y la observancia de los deberes del Estado y de los particulares. 

 

Que el artículo 34 ibidem consagra que las actuaciones administrativas se sujetarán 

al procedimiento administrativo común y principal que se establecen en la norma 

plurimencionada, sin perjuicio de los procedimientos administrativos regulados por 

leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones de 

la primera parte del Código y a su vez el artículo 43 dispone que son actos 

definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan 

imposible continuar la actuación. 

 

Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 74 de la Ley 1437 de 2011 por regla 

general, contra los actos definitivos procederán los recursos de reposición, ante 

quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque y el de 

apelación, ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo 

propósito. 

 

II- ANTECEDENTES 

 

Mediante Resolución 2140 del 23 de junio de 2021, el director del Departamento 

Administrativo de Tránsito y Transporte de Cartagena de Indias, decide abrir 

investigación administrativa contra el señor ALEXANDER BARRIOS MERCADO 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.143.381.963 en calidad de conductor 

del vehículo de placas WGM455, a INVERSIONES GALLEGO JIMENEZ SAS identificado 

con NIT No. 901.153.019 en su calidad de propietario del vehículo de placas 

WGM455 y contra la Empresa de servicio público de transporte terrestre automotor 

individual de pasajeros de vehículos taxi COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE 

VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - COOPROTAX. 

 



 

 

FORMATO DE RESOLUCIONES   

 GTTGJ: GESTIÓN JURIDICA 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DISTRITAL 

 

Código: GTTGJ-F004 
 

Vigencia: 02/12/2017 
 

Versión: 1.0 

 

RESOLUCION No- 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RECHAZA UN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA 

LA RESOLUCIÓN 6604 DEL 16 DE MAYO DE 2022 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

Dirección: Sede Manga, Cuarta Avenida Calle 29 No. 17 - 189 
Dirección: Sede Espinal, Carrera 14 No. 31A – 15 

E-mail: info@transitocartagena.gov.co 
Cartagena de Indias - Colombia 

 

El 08 de septiembre de 2021, la empresa de transporte presenta descargos contra 

la Resolución 2140 del 23 de junio de 2021. 

 

Mediante Resolución 6604 del 16 de mayo de 2022, se decide sancionar a 

ALEXANDER BARRIOS MERCADO, a INVERSIONES GALLEGO JIMENEZ SAS y a la 

COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - 

COOPROTAX 

 

El día 28 de febrero de 2023, este Organismo de Tránsito notificó a la empresa por 

medio de correo electrónico. 

 

El día 15 de marzo de 2023 es recibido recurso de reposición interpuesto por la 

empresa de transporte. 

 

 

III- FUNDAMENTOS JURÍDICOS  

 

El despacho trae a colación la normatividad aplicable al trámite de los recursos, es 

así como la ley 1437 de 2011 en su artículo 76 establece la oportunidad para la 

presentación de los recursos, así: 

 
“ARTÍCULO 76. OPORTUNIDAD Y PRESENTACIÓN. Los recursos de reposición y 

apelación deberán interponerse por escrito en la diligencia de notificación 

personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por 

aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso.” 

 

De otro lado, el artículo 77 de la citada ley dispone: 
 

 

“ARTÍCULO 77. REQUISITOS. Por regla general los recursos se interpondrán por 

escrito que no requiere de presentación personal si quien lo presenta ha sido 

reconocido en la actuación. Igualmente, podrán presentarse por medios 

electrónicos. 

 

Los recursos deberán reunir, además, los siguientes requisitos: 

 

1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o 

apoderado debidamente constituido. (…) “ 

 

Finalmente, el artículo 78 consagra el rechazo del recurso así: 

 
“ARTÍCULO 78. RECHAZO DEL RECURSO. Si el escrito con el cual se formula el 

recurso no se presenta con los requisitos previstos en los numerales 1, 2 y 4 del 

artículo anterior, el funcionario competente deberá rechazarlo…” 

 

 

IV- CONSIDERACIONES 

 

Atendiendo la normatividad que regula la materia, puede observarse que el 

memorial presentado por parte de la COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE 

VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - COOPROTAX el día 15 de marzo de 2023, 
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contra la decisión adoptada mediante Resolución 6604 del 16 de mayo de 2022, 

fue radicado de manera extemporánea pues el término legal para hacerlo venció 

el día 14 de marzo de 2023, por tanto, el despacho procederá a rechazar el recurso 

impetrado.  

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO:  RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto por 

COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - 

COOPROTAX 
 

ARTICULO SEGUNDO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la 

empresa COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE 

PÚBLICO - COOPROTAX de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 

1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO TERCERO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6604 del 

16 de mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la 

Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la 

ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - 

COOTAXCONTUCAR, identificada con NIT. 806.005.321-6 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 1996 en concordancia con los 

artículos 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015 y conforme a lo previsto en el 

literal e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021 fue notificada a la empresa el día 07 de octubre 

de 2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 13 de octubre de 2022, la empresa COOTAXCONTUCAR presentó recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra la Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el IUIT No. 1059121 del 02 de octubre de 

2020 cual es una citación que se le hace al presunto infractor y que tan solo hasta que se 

cumplan ciertas condiciones, este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en cuenta 

el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías para evitar la 

vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento probatorio vicia la actuación 

administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación en la potestad sancionatoria. 

k. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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l. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

m. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

n. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

o. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059121 del 02 de octubre de 2020. 

2) Descargos contra la resolución 2444 del 09 de julio de 2021 

3)  Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021. 

4) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 13 de octubre de 2022, contra la 

Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  
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“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 
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“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 13 de octubre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba un 

comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento de esta 
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investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba idónea y suficiente 

para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 

del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y 

CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR no probó que realizó las 

actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. 

WGM670, de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cuatro (4) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 
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Ahora bien, el que también se haya sancionado al propietario y al conductor del vehículo, no implica 

que se esté violando el debido proceso, toda vez que al igual que la empresa, el propietario y a su 

vez el conductor son sujetos sancionables dentro del procedimiento administrativo sancionatorio por 

violación a las normas del transporte público, así lo consagra la Ley 105 de 1993 en su artículo noveno, 

por tanto, la responsabilidad de cada sujeto sancionable puede ser individual y/o solidaria según sea 

el caso, desvirtuándose también la afirmación del recurrente en lo que respecta a la legitimación por 

pasiva del propietario para ser sujeto de sanción.  

En lo que respecta a la afirmación de que la ley no ha tipificado conductas, tal afirmación es posible 

desvirtuarla toda vez que la Ley 336 de 1996 en su artículo 26 establece que todo equipo destinado 

al transporte público deberá contar con los documentos exigidos por las disposiciones 

correspondientes para prestar el servicio de que se trate, luego entonces teniendo en cuenta que 

según lo dispuesto en el artículo 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015, la Tarjeta de operación es un 

documento que soporta la operación del equipo, nos encontramos con que la falta de este, 

transgrede las normas de transporte público.    

Ante esta situación, podría pensarse que estamos en presencia de un tipo en blanco el cual se 

acepta únicamente bajo remisiones normativas precisas o criterio por medio de los cuales se puede 

determinar con claridad la conducta, sin embargo, la noción del tipo en blanco o indeterminado en 

materia sancionatoria ha sido explicado por la H. Corte Constitucional así: 

“Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la 

norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 

prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 

disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 

legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 

incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 

correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 

remiten las primeras. Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son 

constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al 

intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción 

correspondiente” 

De lo anterior se colige que, la tipificación de las conductas que controvierten las normas de tránsito se encuentra 

regulada por normas que deben ser leídas de manera sistemática y conjunta, por tanto, las conductas son 

completamente determinables dentro del ordenamiento jurídico.  

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  
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1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 
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delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
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El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6449 del 01 de diciembre de 2021, teniendo en cuenta 

lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6449 del 01 de diciembre de 

2021, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de 

Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6545 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - 

“CORTRANSINDIA”, identificada con NIT. 806.012.987-1 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 de la Ley 

336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6545 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 22 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 06 de diciembre de 2022, la empresa “CORTRANSINDIA” presentó recurso de reposición contra 

la Resolución 6545 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo siguiente: 

 

a. Manifiesta que tanto en la Resolución de apertura como en la Resolución que decide la 

investigación, se indica que se tiene como prueba el IUIT 1059120 del 17 de marzo de 2021, 

sin embargo, al momento de notificar las mencionadas resoluciones, no se adjuntó copia del 

IUIT ni la consulta de datos del vehículo de placas UAR849, esto es, de las pruebas que 

soportan la investigación administrativa. 

b. Por lo anterior, es de su sentir que existe una indebida notificación toda vez que teniendo en 

cuenta el artículo 67 del CPACA, no se proporcionó copia integra de las resoluciones. 

c. Concluye entonces indicando que se está violando su derecho al debido proceso, derecho 

de defensa y contradicción de la prueba, dado que la misma no pudo ser controvertida en 

el ejercicio de la defensa técnica.  

d. Por último, pide se revoque la resolución la resolución No. 6545 del 13 de mayo de 2022 por 

medio de la cual se decide una investigación.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059120 del 17 de marzo de 2021. 

2) Resolución 1507 del 01 de junio de 2021 

3) Resolución 6545 del 13 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición de fecha 06 de diciembre de 2022, contra la Resolución 6545 del 13 de mayo 

de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 
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En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 
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“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. De la Tarjeta de Operación. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. A su vez, el artículo 2.2.1.3.8.7. establece la obligación 

del conductor de portarla.  

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 06 de diciembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

En primera instancia, si bien es cierto que esta entidad no aportó las pruebas que indica el recurrente, 

no es menos cierto que, el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo señala que “En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, 

auténtica y gratuita del acto administrativo...”, ahora bien, es pertinente en este punto indicar que, si 

bien las pruebas están relacionadas en el acto y son mencionadas en él, las mismas no integran el 

acto como tal, como si hacen parte integra del expediente administrativo, el cual está a disposición 

de las partes investigadas para ser consultado en cualquier momento y así mismo solicitar las copias 

que consideren. 

 

De lo anterior es posible colegir entonces que, esta entidad en procura de la buena fe, del principio 

de economía procesal y de celeridad en el proceso, decide al momento de la notificación de los 

actos administrativos, allegar copia de las pruebas, sin embargo, la omisión en el envío de las mismas, 

no implica que se haya notificado en indebida forma.  

 

Máxime de lo anterior, debemos indicar que la afirmación del recurrente adolece de falsedad toda 

vez que el IUIT 1059120 del 17 de marzo de 2021 fue enviado el día 17 de junio de 2021 al correo 

electrónico dispuesto por la empresa para la notificación de los actos administrativos a los que haya 

lugar, desde el buzón electrónico aureliano.rico@transitocartagena.gov.co (folio 13), por tanto, no 

puede el recurrente indicar que existe indebida notificación y en consecuencia, no se configura 

violación alguna al debido proceso, derecho de defensa y contradicción de la prueba.  

 

Por lo anterior, los argumentos del recurrente han sido desvirtuados y no se accederá sus pretensiones.  

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6545 del 13 de mayo de 2022, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTICULO TERCERO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa CORPORACIÓN 

NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - “CORTRANSINDIA” de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO CUARTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6545 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución. 

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 

mailto:aureliano.rico@transitocartagena.gov.co
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los 

artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 

de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6546 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR 

a la empresa de transporte SERVIAUTOS EL ROBLE SAS, identificada con NIT. 900.736.751-7 

en su calidad de empresa de servicio público de transporte terrestre automotor individual 

distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el vehículo en cuestión, por 

contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 1993, en 

concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y 

conforme a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del 

artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6546 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 28 de 

noviembre de 2022, conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 12 de diciembre de 2022, la empresa SERVIAUTOS EL ROBLE SAS presentó recurso 

de reposición contra la Resolución 6546 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen 

lo siguiente: 

 

a. Indica el accionante que, el Departamento Administrativo de Tránsito y 

Transporte de Cartagena, inició proceso administrativo sancionatorio por la 

presunta violación a las normas de transporte, toda vez que el 18 de octubre 

de 2022, el vehículo de placas WGM943 se encontraba prestando el servicio 

público con la tarjeta de operación vencida.  

b. Declara que, para la fecha de los hechos, esto es, 18 de octubre de 2022, 

se encontraban suspendidos los términos de las actuaciones administrativas, 

según la Resolución 356 del 06 de abril de 2020. 

c. Manifiesta que el Decreto 491 de 2020 señaló en su artículo 8 la ampliación 

de la vigencia de permisos, autorizaciones, certificados y licencias que 

vencieran durante el termino de vigencia de la emergencia sanitaria. En 

estos casos, se haría una prorroga de la vigencia de los mismos hasta un mes 

mas contado a partir de la superación de la emergencia. Seguidamente 

expresa que la tarjeta de operación del vehículo en comento vencía el 30 

de mayo de 2020, es decir, en plena emergencia sanitaria, por lo cual, en 

virtud de lo decretado, no se podía realizar la renovación del mencionado 

documento.  

d. También indica que, la renovación no se pudo efectuar pese a que la 

empresa adelantó los trámites pertinentes y menciona que anexa las 

pruebas de esto. 

e. Igualmente declara que, el propietario también tiene participación en la 

gestión de la tarjeta de operación y que el mismo está llamado a responder 

por la omisión del artículo 2.2.1.3.8.6. del Decreto 1079 de 2015. 

f. Frente a la tasación de la sanción, indica lo esbozado por el artículo 18 del 

Decreto 3366 de 2003 y solicita se tase la sanción respecto a permitir la 
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prestación del servicio con tarjeta de operación vencida y no por la 

obligación de gestionarla. 

g. Por todo lo anterior, pretende se reponga la decisión, se reduzca la sanción 

impuesta y se vincule al propietario del vehículo de placas WGM943. 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1114087 del 18 de octubre de 2020 

3) Resolución 6546 del 13 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición de fecha 12 de diciembre de 2022, contra la Resolución 6546 

del 13 de mayo de 2022. 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS 

PROPUESTOS POR EL RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la 

Constitución Política de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza 

del transporte público en Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de 

operación y sobre la obligación de la empresa de transporte para gestionarla de acuerdo 

a lo establecido en la legislación colombiana. De igual manera se analizarán los 

argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de la improcedencia del 

recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la improcedencia del 

recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios 

fundamentales artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las 

leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y 

las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 

en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes 

por parte de los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter 

coercitivo dentro de las cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser 

ejercida de acuerdo a lo postulado en el artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
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ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso 

administrativo, entre otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la 

notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin 

dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 

inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 

jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de 

defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar 

las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 

proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido 

proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no 

siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, 

desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, ha sostenido que 

el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que 

igualmente comporta una vulneración del derecho de acceso a la administración de 

justicia, del cual son titulares todas las personas naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que 

en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la administración, por 

conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 

2 literal b, que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el 

control, la regulación y vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez 

el artículo 3 de la norma en comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de 

personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras 

del sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios, 

sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la 

regulación del Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su 

adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha 

indicado que: 
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“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano 

un medio indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que 

viven en zonas marginales y carecen de otra forma de movilización. De la capacidad 

efectiva de superar distancias puede depender la estabilidad del trabajo, el acceso y la 

permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada y, en general, 

el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, 

mercado, etc, en el menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de 

medios de transporte propios, a merced del Estado o de los particulares que prestan este 

servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por parte de las empresas 

transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del 

servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos 

fundamentales, La intima conexidad entre el derecho al servicio público del transporte 

con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación 

(CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP art. 16), hace 

predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución 

cuando su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los 

mencionados derechos. El transporte es una actividad comercial que tradicionalmente 

ha sido considerada un servicio público en atención a su trascendencia para el desarrollo 

económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 

señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público 

esencial (Ley 336 de 1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e 

implicará la prelación del interés general sobre el particular, en especial para garantizar 

la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La seguridad, según lo 

dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 

1993, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte 

en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala 

el carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga 

a la operación de las empresas de transporte público, implica la prelación del interés 

general sobre el particular, especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del 

servicio y a la protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que 

señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de 

transporte para gestionarla. 
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De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta 

de operación es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar 

el servicio público bajo la responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo 

con el radio de acción autorizado y que cuando se trate de áreas metropolitanas, la 

tarjeta de operación facultará la movilización en todos los municipios que conformen 

dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este sentido, el artículo 

2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, de 

gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas 

oportunamente a sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva 

renovación por lo menos con un (1) mes de anticipación a la fecha de vencimiento, para 

lo cual, los propietarios de los taxis vinculados deberán presentar a las empresas 

documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos (2) meses de 

anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto por la empresa recurrente debemos manifestar lo siguiente: 

 

Es cierto que este Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte, emitió Resolución 

0365 del 06 de abril de 2020 mediante la cual decidió suspender los términos 

administrativos de las siguientes actuaciones administrativas: 

 

1. Los procesos contravencionales por infracciones a las normas de tránsito en 

virtud de la imposición de ordenes de comparendos. 

2. Los términos de prescripción de las acciones de cobro coactivo 

3. Solicitudes de desvinculación administrativa solicitadas por el propietario o 

las empresas de transporte 

4. Los procesos contravencionales por infracciones a las normas de transporte 

que se adelantan en el área de Transporte Público. 

5. Cancelación de la licencia de tránsito y reposición de vehículos de 

transporte individual de pasajeros tipo taxi. 

6. Cancelación de la licencia de tránsito, radicación y reposición de vehículos 

de transporte público colectivo de pasajeros. 

7. Solicitudes de revocatoria de trámites y demás actuaciones administrativas 

que se adelanten en el área de matrículas. 

 

Pues bien, la Resolución citada precedentemente no estableció suspensión de términos 

respecto a los trámites o gestiones administrativos que las empresas de transporte público 

estén obligadas, en este caso, la obligación de gestionar la tarjeta de operación. 

 

Ahora bien, la afirmación realizada por el recurrente acerca de que el día de los hechos, 

esto es el 18 de octubre de 2020 aún se encontraban suspendidos los términos, adolece 

de falsedad, puesto que la suspensión de los términos tuvo una duración de 149 días, por 

tanto, los términos se reiniciaron el día 2 de septiembre de 2020. 

 

Pese a lo anterior, el Decreto 491 de 2020 señaló en su artículo 8 lo siguiente: 
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“ARTICULO 8. Ampliación de la vigencia de permisos, autorizaciones, certificados y 

licencias. Cuando un permiso, autorización, certificado o licencia venza durante el 

termino de vigencia de la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud 

y Protección Social y cuyo tramite de renovación no pueda ser realizado con ocasión 

de las medidas adoptadas para conjurarla, se entenderá prorrogado 

automáticamente el permiso, autorización, certificado y licencia hasta un mes (1) 

más contado a partir de la superación de la Emergencia Sanitaria declarada por el 

Ministerio de Salud y Protección Social. 

Superada la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección 

Social el titular del permiso, autorización, certificado o licencia, deberá realizar el 

trámite ordinario para su renovación.” (Negrilla fuera del texto original) 

 

Pues bien, teniendo en cuenta lo dispuesto por la norma en comento, en principio podría 

pensarse que le asiste razón al recurrente al indicar que no era posible realizar las 

gestiones para renovar la tarjeta de operación pues esta venció el 03 de junio de 2020, 

es decir, dentro del marco de la emergencia sanitaria. Sin embargo, la norma es clara al 

indicar que se entenderá prorrogada la autorización siempre que el trámite no pueda ser 

realizado debido a las medidas que la entidad haya adoptado para conjurar la 

emergencia. Pues bien, en este punto es menester indicar que, en todo tiempo este 

Organismo de Tránsito dispuso los medios para que las empresas de transporte pudieran 

realizar las gestiones a las que se encuentran obligadas, en este sentido, las empresas 

llamaban a una línea telefónica establecida por la entidad y solicitaban que se 

recogieran los documentos para tramitar determinada cantidad de tarjetas de 

operación, a su vez un funcionario de la entidad se dirigía a cada empresa y recogía la 

documentación para realizar el trámite.  De igual forma, los medios electrónicos de 

radicación de documentos siempre estuvieron habilitados para tal. 

 

Entonces teniendo en cuenta lo anterior, no le asiste razón al recurrente al indicar que no 

pudo realizar la gestión debido a la suspensión de términos o debido a la emergencia 

sanitaria.  

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda 

vez que la obligación de gestionar la tarjeta también conlleva la participación del 

propietario y que el mismo también está llamado a responder por la omisión de gestión 

de la tarjeta de operación, debemos indicar que en el caso sub examine la empresa de 

transporte SERVIAUTOS EL ROBLE SAS no probó que realizó las actuaciones pertinentes 

y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. WGM451, 

de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015, puesto que el documento que 

anexa como prueba, corresponde a una solicitud realizada en el año 2019, que nada 

tiene que ver con el trámite que debía realizar para renovar la tarjeta de operación que 

venció el 3 de junio de 2020. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es 

inherente a la empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no 

llevaron a tiempo o llevaron incompletos los documentos que se necesitan para realizar 

este trámite, si la anterior hipótesis se concreta, la empresa de transportes tiene la opción 

de solicitar a la autoridad de tránsito la desvinculación administrativa del vehículo o 
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vehículos que se encuentren en las causales que taxativamente señala la ley.  Por todo 

lo anterior, los argumentos expuestos carecen de asidero. 

Por otra parte, el recurrente solicita que no sea sancionado por la conducta establecida 

en el artículo 2.2.1.3.8.6. del Decreto 1079 de 2015 sino por el artículo 18 del Decreto 3366 

de 2003 que señala que se puede sancionar a las empresas cuando permitan la 

prestación del servicio en vehículos sin tarjeta de operación o con esta vencida, pues 

bien, se debe indicar que la norma que el recurrente pretende se aplique se encuentra 

declarada nula por el Consejo de Estado1, por tanto, no es siquiera admisible el 

pronunciamiento sobre ello, toda vez que no resulta procedente 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO:  CONFIRMAR la Resolución 6546 del 13 de mayo de 2022, teniendo en 

cuenta lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se 

entiende agotada la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la 

Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO TERCERO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa 

SERVIAUTOS EL ROBLE SAS de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 

2011. 

 

ARTÍCULO CUARTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6546 del 13 de 

mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de 

Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT 

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 

 
1 29 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejero ponente: 

Guillermo Vargas Ayala, sentencia de 19 de mayo de 2016. Radicación número: 11001-03-24-000- 

2008-00107-00 ACUMULADO 11001 03 24 000 2008 00098 00 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6547 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHPICULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - 

COOPROTAX, identificada con NIT. 890.480.728-0 en su calidad de empresa de servicio público de 

transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 de la Ley 

336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6547 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 18 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 26 de noviembre de 2022, la empresa COOPROTAX presentó recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra la Resolución 6547 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Manifiesta que, dentro de la oportunidad legal presentó sus descargos y que de manera 

posterior presentó allanamiento a los cargos imputados mediante Resolución No. 2126 del 23 

de junio de 2021 

b. Alega que la entidad no se pronunció sobre el allanamiento y que tal solicitud debe acogerse 

con el fin de garantizar el principio de favorabilidad, debido proceso y derecho de defensa, 

toda vez que la entidad omitió varios procedimientos dentro de la investigación que vician 

de nulidad parcial la actuación.  

c. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

d. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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k. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

l. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

m. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

n. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059828 del 26 de diciembre de 2020. 

2) Descargos contra Resolución 2126 del 23 de junio de 2021 

3) Escrito de aceptación de cargos y allanamiento a los cargos imputados mediante Resolución 

2126 del 23 de junio de 2021 

4) Resolución 6547 del 13 de mayo de 2022. 

5) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 26 de noviembre de 2022, contra 

la Resolución 6547 del 13 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 
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De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 
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Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 26 de noviembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 
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Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE 

VEHPICULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - COOPROTAX no probó que realizó las actuaciones 

pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. WGM242, 

de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es ocho (8) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

Ahora bien, le asiste razón al recurrente al indicar que presentó escrito de aceptación de cargos y/o 

allanamiento ante esta entidad, antes de ser proferida la resolución que decidió sancionarlo y que 

este escrito no fue tenido en cuenta al momento de tasar la sanción. 

Por tal motivo, en aras de resguardar el debido proceso administrativo y el derecho de defensa, este 

Organismo de Tránsito repondrá parcialmente el numeral segundo de la Resolución 6547 del 13 de 

mayo de 2022 y conforme a los criterios de graduación de las sanciones que para el efecto consagra 

el artículo 50 de la Ley 1437 de 2011, este Despacho tasa la multa a imponer en la suma equivalente 

a un (1) salario mínimo legal mensual vigente para la fecha de los hechos, de la siguiente manera: 

UVT 2020 VALOR EN PESOS 

1 $35.607 

 

SMLMV 2020 VALOR EN PESOS VALOR EN UVT 

1 $877.803 24,65 
 

Por consiguiente, la multa a imponer a LA EMPRESA es el equivalente a 24,65 Unidades de Valor 

Tributario, que equivalen a OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL SETECIENTOS DOCE PESOS CON 

CINCUENTA Y CINCO CENTAVOS ($877.712, 55).  
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De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 

 

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  

 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 
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Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 

delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 
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“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 

 

El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 
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En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: REPONER PARCIALMENTE la Resolución 6547 del 13 de mayo de 2023, teniendo en 

cuenta lo expuesto.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO: En consecuencia, modifíquese el numeral segundo de la Resolución 6547 del 13 

de mayo de 2022, respecto del valor de la sanción y entiéndase que la multa a imponer a LA EMPRESA 

es el equivalente a 24,65 Unidades de Valor Tributario, que corresponden a OCHOCIENTOS SETENTA Y 

SIETE MIL SETECIENTOS DOCE PESOS CON CINCUENTA Y CINCO CENTAVOS ($877.712, 55). 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO CUARTO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA DE 

PROPIETARIOS DE VEHPICULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO - COOPROTAX de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SÉPTIMO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6547 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT 

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - 

COOTAXCONTUCAR, identificada con NIT. 806.005.321-6 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 y 26 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 

de 1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y 

conforme a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 

de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 22 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 29 de noviembre de 2022, la empresa COOTAXCONTUCAR presentó recurso de reposición y 

en subsidio apelación contra la Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el IUIT No. 1059351 del 06 de marzo de 

2020 cual es una citación que se le hace al presunto infractor y que tan solo hasta que se 

cumplan ciertas condiciones, este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en cuenta 

el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías para evitar la 

vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento probatorio vicia la actuación 

administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación en la potestad sancionatoria. 

k. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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l. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

m. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

n. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

o. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059351 del 06 de marzo de 2020. 

2) Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022. 

3) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 29 de noviembre de 2022, contra la 

Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  
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“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 
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“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 29 de noviembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba un 

comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento de esta 

investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba idónea y suficiente 
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para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 

del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y 

CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR no probó que realizó las 

actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. 

WGL777, de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cinco (5) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 
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Ahora bien, el que también se haya sancionado al propietario y al conductor del vehículo, no implica 

que se esté violando el debido proceso, toda vez que al igual que la empresa, el propietario y a su 

vez el conductor son sujetos sancionables dentro del procedimiento administrativo sancionatorio por 

violación a las normas del transporte público, así lo consagra la Ley 105 de 1993 en su artículo noveno, 

por tanto, la responsabilidad de cada sujeto sancionable puede ser individual y/o solidaria según sea 

el caso, desvirtuándose también la afirmación del recurrente en lo que respecta a la legitimación por 

pasiva del propietario para ser sujeto de sanción.  

En lo que respecta a la afirmación de que la ley no ha tipificado conductas, tal afirmación es posible 

desvirtuarla toda vez que la Ley 336 de 1996 en su artículo 26 establece que todo equipo destinado 

al transporte público deberá contar con los documentos exigidos por las disposiciones 

correspondientes para prestar el servicio de que se trate, luego entonces teniendo en cuenta que 

según lo dispuesto en el artículo 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015, la Tarjeta de operación es un 

documento que soporta la operación del equipo, nos encontramos con que la falta de este, 

transgrede las normas de transporte público.    

Ante esta situación, podría pensarse que estamos en presencia de un tipo en blanco el cual se 

acepta únicamente bajo remisiones normativas precisas o criterio por medio de los cuales se puede 

determinar con claridad la conducta, sin embargo, la noción del tipo en blanco o indeterminado en 

materia sancionatoria ha sido explicado por la H. Corte Constitucional así: 

“Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la 

norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 

prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 

disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 

legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 

incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 

correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 

remiten las primeras. Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son 

constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al 

intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción 

correspondiente” 

De lo anterior se colige que, la tipificación de las conductas que controvierten las normas de tránsito se encuentra 

regulada por normas que deben ser leídas de manera sistemática y conjunta, por tanto, las conductas son 

completamente determinables dentro del ordenamiento jurídico.  

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  
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1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 
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delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
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El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6549 del 13 de mayo de 2022, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6549 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6550 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - 

COOTAXCONTUCAR, identificada con NIT. 806.005.321-6 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 de la Ley 

336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6550 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 22 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 29 de noviembre de 2022, la empresa COOTAXCONTUCAR presentó recurso de reposición y 

en subsidio apelación contra la Resolución 6550 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el IUIT No. 1059255 del 25 de junio de 

2020 cual es una citación que se le hace al presunto infractor y que tan solo hasta que se 

cumplan ciertas condiciones, este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en cuenta 

el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías para evitar la 

vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento probatorio vicia la actuación 

administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación en la potestad sancionatoria. 

k. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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l. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

m. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

n. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

o. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059255 del 25 de junio de 2020. 

2) Descargos contra Resolución 1599 del 01 de junio de 2021 

3) Resolución 6550 del 13 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 29 de noviembre de 2022, contra la 

Resolución 6550 del 13 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  
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“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 
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“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 29 de noviembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba un 

comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento de esta 
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investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba idónea y suficiente 

para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 

del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y 

CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR no probó que realizó las 

actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. 

WGM3211, de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cinco (5) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 
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Ahora bien, el que también se haya sancionado al propietario y al conductor del vehículo, no implica 

que se esté violando el debido proceso, toda vez que al igual que la empresa, el propietario y a su 

vez el conductor son sujetos sancionables dentro del procedimiento administrativo sancionatorio por 

violación a las normas del transporte público, así lo consagra la Ley 105 de 1993 en su artículo noveno, 

por tanto, la responsabilidad de cada sujeto sancionable puede ser individual y/o solidaria según sea 

el caso, desvirtuándose también la afirmación del recurrente en lo que respecta a la legitimación por 

pasiva del propietario para ser sujeto de sanción.  

En lo que respecta a la afirmación de que la ley no ha tipificado conductas, tal afirmación es posible 

desvirtuarla toda vez que la Ley 336 de 1996 en su artículo 26 establece que todo equipo destinado 

al transporte público deberá contar con los documentos exigidos por las disposiciones 

correspondientes para prestar el servicio de que se trate, luego entonces teniendo en cuenta que 

según lo dispuesto en el artículo 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015, la Tarjeta de operación es un 

documento que soporta la operación del equipo, nos encontramos con que la falta de este, 

transgrede las normas de transporte público.    

Ante esta situación, podría pensarse que estamos en presencia de un tipo en blanco el cual se 

acepta únicamente bajo remisiones normativas precisas o criterio por medio de los cuales se puede 

determinar con claridad la conducta, sin embargo, la noción del tipo en blanco o indeterminado en 

materia sancionatoria ha sido explicado por la H. Corte Constitucional así: 

“Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la 

norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 

prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 

disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 

legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 

incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 

correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 

remiten las primeras. Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son 

constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al 

intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción 

correspondiente” 

De lo anterior se colige que, la tipificación de las conductas que controvierten las normas de tránsito se encuentra 

regulada por normas que deben ser leídas de manera sistemática y conjunta, por tanto, las conductas son 

completamente determinables dentro del ordenamiento jurídico.  

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  
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1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 
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delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
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El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6550 del 13 de mayo de 2023, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6550 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - 

COOTAXCONTUCAR, identificada con NIT. 806.005.321-6 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 de la Ley 

336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 22 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 19 de noviembre de 2022, la empresa COOTAXCONTUCAR presentó recurso de reposición y 

en subsidio apelación contra la Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el IUIT No. 1059276 del 12 de agosto de 

2020 cual es una citación que se le hace al presunto infractor y que tan solo hasta que se 

cumplan ciertas condiciones, este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en cuenta 

el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías para evitar la 

vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento probatorio vicia la actuación 

administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación en la potestad sancionatoria. 

k. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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l. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

m. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

n. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

o. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059276 del 12 de agosto de 2020. 

2) Descargos contra Resolución 1597 del 01 de junio de 2021 

3) Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 19 de noviembre de 2022, contra la 

Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  
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“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 
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“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 19 de noviembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba un 

comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento de esta 
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investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba idónea y suficiente 

para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 

del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y 

CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR no probó que realizó las 

actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. 

WGM084, de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cinco (5) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 
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Ahora bien, el que también se haya sancionado al propietario y al conductor del vehículo, no implica 

que se esté violando el debido proceso, toda vez que al igual que la empresa, el propietario y a su 

vez el conductor son sujetos sancionables dentro del procedimiento administrativo sancionatorio por 

violación a las normas del transporte público, así lo consagra la Ley 105 de 1993 en su artículo noveno, 

por tanto, la responsabilidad de cada sujeto sancionable puede ser individual y/o solidaria según sea 

el caso, desvirtuándose también la afirmación del recurrente en lo que respecta a la legitimación por 

pasiva del propietario para ser sujeto de sanción.  

En lo que respecta a la afirmación de que la ley no ha tipificado conductas, tal afirmación es posible 

desvirtuarla toda vez que la Ley 336 de 1996 en su artículo 26 establece que todo equipo destinado 

al transporte público deberá contar con los documentos exigidos por las disposiciones 

correspondientes para prestar el servicio de que se trate, luego entonces teniendo en cuenta que 

según lo dispuesto en el artículo 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015, la Tarjeta de operación es un 

documento que soporta la operación del equipo, nos encontramos con que la falta de este, 

transgrede las normas de transporte público.    

Ante esta situación, podría pensarse que estamos en presencia de un tipo en blanco el cual se 

acepta únicamente bajo remisiones normativas precisas o criterio por medio de los cuales se puede 

determinar con claridad la conducta, sin embargo, la noción del tipo en blanco o indeterminado en 

materia sancionatoria ha sido explicado por la H. Corte Constitucional así: 

“Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la 

norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 

prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 

disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 

legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 

incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 

correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 

remiten las primeras. Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son 

constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al 

intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción 

correspondiente” 

De lo anterior se colige que, la tipificación de las conductas que controvierten las normas de tránsito se encuentra 

regulada por normas que deben ser leídas de manera sistemática y conjunta, por tanto, las conductas son 

completamente determinables dentro del ordenamiento jurídico.  

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  
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1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 
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delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
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El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6551 del 13 de mayo de 2022, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6551 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas 

en los artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el 

Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6555 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió 

SANCIONAR a los señores JULIETH PAOLA BARRIOS PARRA identificado con cédula 

de ciudadanía No. 1.140.824.270 en su calidad de propietario del vehículo de 

placas WGN630 y a la empresa de transporte COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE 

VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO – COOPROTAX, identificada con NIT. 

890.480.728-0 en su calidad de empresa de servicio público de transporte terrestre 

automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el vehículo 

en cuestión, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 1996 en concordancia 

con los artículos 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015 y 

conforme a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal 

e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6555 del 13 de mayo de 2022 fue notificada el 05 de diciembre de 

2022 al propietario y el día 28 de noviembre de 2022 a la empresa, conforme a la 

Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 02 de diciembre de 2022, la empresa COOPROTAX presentó recurso de 

reposición y en subsidio apelación contra la Resolución 6555 del 13 de mayo de 

2022, alegando en resumen lo siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda 

vez que en ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio 

ni se le dio traslado para alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el comparendo No. 

1059126 del 14 de julio de 2020 el cual es una citación que se le hace al 

presunto infractor y que tan solo hasta que se cumplan ciertas condiciones, 

este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se 

tuvo en cuenta el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas 

las garantías para evitar la vulneración de sus derechos y por esto la falta de 

fundamento probatorio vicia la actuación administrativa por violación al 

debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las 

propuestas o peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está 

condicionado al de los propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en 

razón a que son ellos en quienes radica la obligación de allegar los 

documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde esta 

obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de 
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vehículos que prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva 

tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, 

Decreto 176 de 2001 y Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva 

reglamentación se hace más viable demostrar la obligación de gestionar, 

obtener y suministrar oportunamente, se encuentran limitadas si el 

propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de 

favorabilidad no fue interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la 

administración desconoció los argumentos esgrimidos por la empresa sin 

darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 

336 de 1996, en tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de 

manera subsidiaria la multa y que, en caso de aplicar una multa, esta debe 

ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 700 salarios viola los 

principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe 

en la legislación penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino 

en UVT. 

j. Por último, indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por 

violar el derecho de defensa, debido proceso y legalidad de la actividad 

administrativa y que no se da aplicación al principio de proporcionalidad de 

la sanción. 

k. Por último, manifiesta que nadie está obligado a lo imposible, toda vez que 

la empresa cumplió con la responsabilidad en canto estuvo atenta a la 

renovación y realizó los requerimientos necesarios invitando al propietario 

del vehículo a presentar la documentación necesaria para tramitar la tarjeta 

de operación.  

l. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser 

contraria a derecho y por indebida motivación, indebida tipicidad y 

haberse violado el derecho de defensa al no practicarse las pruebas 

solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

m. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de 

reposición, se le conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la 

queja ante la autoridad competente.  

 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059126 del 14 de julio de 2020. 

2) Descargos frente a la Resolución No. 2105 del 23 de junio de 2021. 

3) Resolución 6555 del 13 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 02 de diciembre de 

2022, contra la Resolución 6555 del 13 de mayo de 2022. 
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III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS 

PROPUESTOS POR EL RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la 

Constitución Política de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y 

naturaleza del transporte público en Colombia, posteriormente se definirá el 

concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la empresa de 

transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación 

colombiana. De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el 

recurrente y por último el sustento de la improcedencia del recurso de apelación 

contra la resolución sancionatoria y sobre la improcedencia del recurso de queja 

en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los 

principios fundamentales artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las 

leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y 

las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 

en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las 

leyes por parte de los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de 

carácter coercitivo dentro de las cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la 

cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado en el artículo 29 de la 

Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 

ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso 

administrativo, entre otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la 

notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin 

dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 

inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 
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jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de 

defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar 

las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 

proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido 

proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no 

siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, 

desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, ha sostenido que 

el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que 

igualmente comporta una vulneración del derecho de acceso a la administración de 

justicia, del cual son titulares todas las personas naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que 

en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la administración, por 

conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su 

artículo 2 literal b, que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la 

planeación, el control, la regulación y vigilancia del transporte y de las actividades 

vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de 

personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras 

del sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios, 

sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la 

regulación del Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su 

adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional 

ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano 

un medio indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que 

viven en zonas marginales y carecen de otra forma de movilización. De la capacidad 

efectiva de superar distancias puede depender la estabilidad del trabajo, el acceso y la 

permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada y, en general, 

el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, 

mercado, etc, en el menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de 

medios de transporte propios, a merced del Estado o de los particulares que prestan este 

servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por parte de las empresas 
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transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del 

servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos 

fundamentales, La intima conexidad entre el derecho al servicio público del transporte 

con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación 

(CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP art. 16), hace 

predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución 

cuando su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los 

mencionados derechos. El transporte es una actividad comercial que tradicionalmente 

ha sido considerada un servicio público en atención a su trascendencia para el desarrollo 

económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 

señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público 

esencial (Ley 336 de 1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e 

implicará la prelación del interés general sobre el particular, en especial para garantizar 

la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La seguridad, según lo 

dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 

1993, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte 

en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que 

señala el carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la 

ley le otorga a la operación de las empresas de transporte público, implica la 

prelación del interés general sobre el particular, especialmente en cuanto a la 

garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, conforme a 

los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de 

transporte para gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la 

tarjeta de operación es el documento único que autoriza a un vehículo automotor 

para prestar el servicio público bajo la responsabilidad de una empresa de 

transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que cuando se trate 

de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra 

autorización. En este sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la 

obligación a las empresas de transporte, de gestionar las tarjetas de operación de 

la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a sus propietarios, así 

como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis 
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vinculados deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el 

trámite, por lo menos con dos (2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 02 de diciembre de 2022 por la empresa 

recurrente debemos manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en 

primera instancia que el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento 

administrativo sancionatorio, se ajustó a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 

de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la investigación y se 

otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió 

periodo probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos 

y solicitó prueba testimonial del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas 

realizado, se determinó que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los 

requisitos de pertinencia y conducencia, toda vez que el interesado no señaló la 

finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el conductor se 

encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que para el 

procedimiento administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el 

legislador en la ley 336 de 1996, no previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de 

defensa, el debido proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como 

prueba un comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es 

el fundamento de esta investigación, goza de presunción de autenticidad, por 

consiguiente, es prueba idónea y suficiente para soportar la apertura y trámite de 

la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 del Código General 

del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa 

toda vez que su actuar está condicionado al del propietario, debemos indicar que 

en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE 

PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO – COOPROTAX no 

probó que realizó las actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta 
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de operación del vehículo de placa No. WGN630, de acuerdo con lo señalado en 

el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor 

es inherente a la empresa de transporte y no se puede excusar en que los 

propietarios no llevaron a tiempo o incompletos los documentos que se necesitan 

para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se concreta, lo que debe hacer la 

empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la desvinculación 

administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al 

artículo 45 de la ley 336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y 

de manera subsidiaria aplicado la multa, debemos señalar que la ley no indica que 

tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por el contrario, permite multar en 

todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción específica y 

que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, 

excesiva y perjudicial ya que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues 

bien, teniendo en cuenta esto, es de suprema importancia aclarar que en el caso 

sub examine nos encontramos dentro de un proceso administrativo sancionatorio 

y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de injusta y 

excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios 

por los cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e 

impersonal de que la sanción es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor 

argumentativo para derruir las motivaciones del acto administrativo atacado. 

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cinco (5) Salarios mínimos 

legales mensuales vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del 

parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 1996, toda vez que las multas aplicadas 

a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre uno (1) a setecientos 

(700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la 

conversión de la sanción a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que 

de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 

1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, 

actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual 

legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en 

términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto 

administrativo atacado. 

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento 

administrativo sancionatorio por violación a las normas de transporte público 

e improcedencia del recurso de queja. 
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La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la 

procedencia del recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos 

sancionatorios por violación a las normas de transporte público. Es menester señalar 

que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que “…la autoridad competente 

abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada contra la 

cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la 

decisión mediante acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las 

reglas sobre vía gubernativa señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” 

(Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro 

del proceso de marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente 

en su artículo 74 dispone lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra 

los actos definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, 

adicione o revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional 

con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de 

Departamento Administrativo, superintendentes y representantes legales de las 

entidades descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los 

órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes 

legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y 

establece la estructura y funciones administrativas del Departamento 

Administrativo de Tránsito y transporte del Distrito Turístico y cultural de Cartagena” 

en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al Director desarrollar, ejecutar 

y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de Cartagena de 

Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, 

complementarias y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso 

segundo, el Alcalde Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con 

el Departamento Administrativo de Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por 

el Director, exceptuándose las relacionadas con las autorizaciones de rutas y 
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licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que deberán 

ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera 

de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar 

todas las actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, 

dentro de la cual se encuentra la facultad sancionatoria por la violación a las 

normas de transporte, se encuentran delegadas en el Departamento 

administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones 

administrativas, es pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° 

conceptualiza la figura de la delegación de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto 

en la Constitución Política y de conformidad con la presente Ley, podrán 

mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus 

colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, 

representantes legales de organismos y entidades que posean una estructura 

independiente y autonomía administrativa podrán delegar la atención y 

decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos 

respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo y asesor 

vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a 

los principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la 

Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que 

profiera el delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a 

los mismos requisitos establecidos para su expedición por la autoridad o entidad 

delegante y serán susceptibles de los recursos procedentes contra los actos de 

ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 

M. P. Dr. Jaime Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma 

dos tipos de decisiones: unas, para el cumplimiento de las funciones del empleo 

del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia delegada, para el 

cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario 

pues en el primer evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, 

las decisiones que toma en calidad de delegatario tienen el mismo nivel y la misma 

fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido tomada por el delegante y, se 
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asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta en uso de 

las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los 

recursos a que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” 

(Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es 

susceptible de apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten 

excepciones, las cuales ha venido desarrollando la ley y la jurisprudencia de las 

altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es el caso de los señalados 

por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. Dr. LUIS 

GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir 

una decisión, exigen la presencia de una estructura jerárquica que permita la 

participación de una autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la 

revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados interpusieron el recurso 

de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a 

quienes han intervenido o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de 

obtener la tutela de un interés jurídico propio, previo análisis del juez superior quien revisa 

y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en 

que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de 

vigilancia, inspección y control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas 

excepciones, se encuentran delegadas por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el 

Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y Transporte – DATT, en ese 

orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud de la 

función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante 

esto es, el Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que 

remitir el acto administrativo definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito 

director en virtud de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en 

cumplimiento de las funciones propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos 

administrativos sancionatorios que lleva a cabo el director del Departamento 

Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por contravención a las normas de 

transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido proceso y 

del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble 

instancia no es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y 

que, por tanto, no es forzosa u obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre 

los cuales tiene que producirse una decisión judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 

M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 
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Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra 

fundamentada tanto en la falta de un orden jerárquico; así como en lo 

contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y a su vez en los 

pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos 

indicar la norma que regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, 

contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 

 

El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior 

del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse 

copia de la providencia que haya negado el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la 

notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y 

decidirá lo que sea del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a 

corregir los errores en que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión 

de un recurso de apelación. Empero, el artículo señala que se podrá interponer ante 

el superior jerárquico del funcionario que profirió la decisión, sin embargo, dado que 

la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio de la misma, no 

existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso 

de queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO:  CONFIRMAR la Resolución 6555 del 13 de mayo de 2023, 

teniendo en cuenta lo expuesto. 

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos 

expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 
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ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se 

entiende agotada la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 

de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa 

COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO – 

COOPROTAX de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6555 del 13 

de mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia 

de Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6558 del 13 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - 

COOTAXCONTUCAR, identificada con NIT. 806.005.321-6 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015 y 

conforme a lo previsto en el literal e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6558 del 13 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 25 de noviembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 01 de diciembre de 2022, la empresa COOTAXCONTUCAR presentó recurso de reposición y 

en subsidio apelación contra la Resolución 6558 del 13 de mayo de 2022, alegando en resumen lo 

siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez que en 

ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio traslado para 

alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el IUIT No. 1058622 del 29 de julio de 2020 

cual es una citación que se le hace al presunto infractor y que tan solo hasta que se cumplan 

ciertas condiciones, este podrá tener el carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en cuenta 

el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías para evitar la 

vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento probatorio vicia la actuación 

administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas o 

peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado al de los 

propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos en quienes radica 

la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta de operación y se confunde 

esta obligación con el deber de vigilancia respecto de los propietarios de vehículos que 

prestan el servicio para que tengan vigente la respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 de 2001 y 

Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace más viable 

demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar oportunamente, se encuentran 

limitadas si el propietario del taxi vinculado no entrega a la empresa la documentación 

requerida dentro de los términos legales, por tanto el principio de favorabilidad no fue 

interpretado y aplicado conforme a la ley, pues la administración desconoció los argumentos 

esgrimidos por la empresa sin darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 1996, en 

tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera subsidiaria la multa y que, 

en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, dado que poder aplicar multas de 

700 salarios viola los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la legislación 

penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación en la potestad sancionatoria. 

k. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de defensa 

y por extralimitación del ejercicio de la potestad sancionadora por parte de la entidad, que 

en el fondo consiste en vicio de falta de competencia. 
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l. Manifiesta nuevamente que se viola el debido proceso, toda vez que por un mismo hecho se 

multa individualmente y que la ley no ha tipificado la conducta que es sancionable respecto 

al propietario. 

m. Considera que la investigación que se inicie contra la empresa debe ser por vulneración del 

régimen de transporte, por lo cual los propietarios no están legitimados para recibir sanciones 

toda vez que no hay disposición legal que lo establezca. 

n. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a derecho 

y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el derecho de defensa al no 

practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la oportunidad para presentar alegatos.  

o. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de reposición, se le 

conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja ante la autoridad 

competente.  

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1058622 del 29 de julio de 2020. 

2) Resolución 6558 del 13 de mayo de 2022. 

3) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 01 de diciembre de 2022, contra la 

Resolución 6558 del 13 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  
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“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 
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“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte para 

gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 01 de diciembre de 2022 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera instancia que 

el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo sancionatorio, se ajustó a lo 

dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se notificó de la resolución que apertura la 

investigación y se otorgó a los investigados el término de 15 días en el cual podían presentar los 

descargos y solicitar o aportar las pruebas que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba testimonial 

del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se determinó 

que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia y conducencia, toda 

vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración pretendida. Adicional a lo anterior, el 

conductor se encuentra vinculado al proceso y contó con el término legal de sentar su posición 

jurídica frente a los cargos que le fueron endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el procedimiento 

administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador en la ley 336 de 1996, no 

previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el debido 

proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba un 

comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento de esta 

investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba idónea y suficiente 
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para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad con los artículos 243, 244 y 257 

del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez que su 

actuar está condicionado al del propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este 

entregue a la empresa la documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos 

indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte COOPERATIVA DE TAXISTAS Y 

CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR no probó que realizó las 

actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar la tarjeta de operación del vehículo de placa No. 

TES027, de acuerdo con lo señalado en el Decreto 1079 del 2015. 

 

La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es inherente a la 

empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no llevaron a tiempo o 

incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, si la anterior hipótesis se 

concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar a la autoridad de tránsito la 

desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se encuentren en las causales que 

taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 de la ley 

336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera subsidiaria aplicado la 

multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones tengan carácter subsidiario, por 

el contrario, permite multar en todos los casos de conductas que no tengan asignada una sanción 

específica y que constituyan violación a las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial ya 

que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en cuenta esto, es de 

suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos encontramos dentro de un proceso 

administrativo sancionatorio y no en el marco de un proceso penal. El recurrente acusa la sanción de 

injusta y excesiva, no obstante, no explica ni delimita concretamente cuales son los criterios por los 

cuales la sanción, a su juicio, es excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción 

es injusta o desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones 

del acto administrativo atacado.  

Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, cinco (5) Salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, estuvo acorde a lo normado en el literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 

1996, toda vez que las multas aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre 

uno (1) a setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de la sanción 

a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con lo previsto en el 

artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, 

tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo 

mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser calculados con base en su equivalencia en términos de 

la Unidad de Valor Tributario (UVT), como se explica en el acto administrativo atacado. 

Por otra parte, aduce el recurrente que la resolución sancionatoria adolece de nulidad toda vez que 

hubo extralimitación de la potestad sancionadora y que esto conduce a la falta de competencia, 

pues bien, además de que el recurrente no argumentó tal afirmación, el director de este Organismo 

de Tránsito ha actuado en uso de sus facultades legales, en especial en las contempladas en el 

artículo 51 de la Ley 336 de 1996, los artículos 2.2.1.3.1.1. y 2.2.1.3.1.2. del Decreto 1079 de 2015 y en 

ejercicio de sus funciones establecidas en el Decreto Distrital 1284 de 2010, por el cual se adopta el 

Manual de Funciones de la Alcaldía Mayor de Cartagena, ajustado por el Decreto Distrital 1701 de 

2015, luego entonces, no se evidencia falta de competencia para sancionar administrativamente a 

los sujetos que se encuentren responsables de conductas u omisiones que infrinjan las normas del 

transporte público. 
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Ahora bien, el que también se haya sancionado al propietario y al conductor del vehículo, no implica 

que se esté violando el debido proceso, toda vez que al igual que la empresa, el propietario y a su 

vez el conductor son sujetos sancionables dentro del procedimiento administrativo sancionatorio por 

violación a las normas del transporte público, así lo consagra la Ley 105 de 1993 en su artículo noveno, 

por tanto, la responsabilidad de cada sujeto sancionable puede ser individual y/o solidaria según sea 

el caso, desvirtuándose también la afirmación del recurrente en lo que respecta a la legitimación por 

pasiva del propietario para ser sujeto de sanción.  

En lo que respecta a la afirmación de que la ley no ha tipificado conductas, tal afirmación es posible 

desvirtuarla toda vez que la Ley 336 de 1996 en su artículo 26 establece que todo equipo destinado 

al transporte público deberá contar con los documentos exigidos por las disposiciones 

correspondientes para prestar el servicio de que se trate, luego entonces teniendo en cuenta que 

según lo dispuesto en el artículo 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015, la Tarjeta de operación es un 

documento que soporta la operación del equipo, nos encontramos con que la falta de este, 

transgrede las normas de transporte público.    

Ante esta situación, podría pensarse que estamos en presencia de un tipo en blanco el cual se 

acepta únicamente bajo remisiones normativas precisas o criterio por medio de los cuales se puede 

determinar con claridad la conducta, sin embargo, la noción del tipo en blanco o indeterminado en 

materia sancionatoria ha sido explicado por la H. Corte Constitucional así: 

“Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la 

norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 

prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 

disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 

legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 

incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 

correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 

remiten las primeras. Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son 

constitucionalmente válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al 

intérprete determinar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción 

correspondiente” 

De lo anterior se colige que, la tipificación de las conductas que controvierten las normas de tránsito se encuentra 

regulada por normas que deben ser leídas de manera sistemática y conjunta, por tanto, las conductas son 

completamente determinables dentro del ordenamiento jurídico.  

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento administrativo 

sancionatorio por violación a las normas de transporte público e improcedencia del recurso 

de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la procedencia del 

recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos sancionatorios por violación a las normas 

de transporte público. Es menester señalar que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que 

“…la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata mediante resolución motivada 

contra la cual no cabrá recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los 

descargos y practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del proceso de 

marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su artículo 74 dispone lo 

siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos definitivos 

procederán los siguientes recursos:  
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1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o 

revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento Administrativo, 

superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 

organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 

superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece la 

estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y transporte del 

Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, le corresponde al 

Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que trace el Alcalde Mayor de 

Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en cumplimiento de lo dispuesto por los 

Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás disposiciones concordantes, complementarias 

y afines, expedidas por el Gobierno Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el Alcalde 

Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento Administrativo de 

Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose las relacionadas con las 

autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que 

deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas las 

actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual se encuentra 

la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se encuentran delegadas en el 

Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, es 

pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de la delegación 

de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la Constitución 

Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de delegación, transferir el 

ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o 

complementarias. 

 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores 

de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y 

entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la 

atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en 

los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, 

con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función administrativa enunciados en el 

artículo 209 de la Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos 

establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los 

recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. Jaime 

Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de decisiones: unas, para 

el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y otras, en ejercicio de la competencia 
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delegada, para el cumplimiento de las correspondientes funciones del empleo del delegante. En 

estricto sentido, es frente a estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer 

evento él no es delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad 

de delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese sido 

tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las actuaciones que ejecuta 

en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las solicitudes y se surten los recursos a 

que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto 

original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es susceptible de 

apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, las cuales ha venido 

desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es 

el caso de los señalados por la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. 

Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una decisión, exigen 

la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 

imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados 

interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a quienes han intervenido 

o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, 

previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o 

de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, inspección y 

control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se encuentran delegadas 

por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del Departamento Administrativo De Tránsito Y 

Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud 

de la función delegada, debe entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el 

Alcalde Mayor de Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director en virtud 

de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de las funciones 

propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos sancionatorios 

que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y Transporte – DATT, por 

contravención a las normas de transporte público, no es violatoria del derecho fundamental al debido 

proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la Corte ha reiterado que “la doble instancia no 

es un principio absoluto que deba regir todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u 

obligatoria su previsión para todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión 

judicial.” (Sentencia C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada tanto en la 

falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de la Ley 1437 del 2011, y 

a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la norma que 

regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos 

definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
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El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que 

dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado 

el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea 

del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los errores en 

que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de apelación. Empero, el 

artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del funcionario que profirió la 

decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra delegada, siempre que se esté en ejercicio 

de la misma, no existe superior jerárquico ni funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de 

queja de igual manera se torna improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6558 del 13 de mayo de 2023, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

DE TAXISTAS Y CONDUCTORES TURÍSTICOS DE CARTAGENA - COOTAXCONTUCAR de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6558 del 13 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6566 del 16 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - 

“CORTRANSINDIA”, identificada con NIT. 806.012.987-1 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 1996, en concordancia con los 

artículos 2.2.1.3.8.2, 2.2.1.3.8.3, 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el literal e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6566 del 16 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 21 de diciembre de 

2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 04 de enero de 2023, la empresa “CORTRANSINDIA” presentó recurso de reposición contra la 

Resolución 6566 del 16 de mayo de 2022, alegando en resumen lo siguiente: 

 

a. Manifiesta que tanto en la Resolución de apertura como en la Resolución que decide la 

investigación, se indica que se tiene como pruebas la consulta en el sistema del periodo de 

vigencia de la tarjeta de operación del vehículo de placas TES853 y la consulta de datos del 

vehículo del 25 de mayo de 2021, sin embargo, al momento de notificar las mencionadas 

resoluciones, no se adjuntó copia de las pruebas mencionadas, las cuales soportan la 

investigación administrativa. 

b. Por lo anterior, es de su sentir que existe una indebida notificación toda vez que teniendo en 

cuenta el artículo 67 del CPACA, no se proporcionó copia integra de las resoluciones. 

c. Concluye entonces indicando que se está violando su derecho al debido proceso, derecho 

de defensa y contradicción de la prueba.  

d. Por lo anterior, solicita que se revoque la Resolución No. 6566 del 16 de mayo de 2022 

 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1114086 del 22 de septiembre de 2020. 

2) Resolución 2448 del 09 de julio de 2021 

3) Resolución 6566 del 16 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición de fecha 04 de enero de 2023, contra la Resolución 6566 del 16 de mayo de 

2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 



 

 

FORMATO DE RESOLUCIONES   

 GTTGJ: GESTIÓN JURIDICA 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DISTRITAL 

 

Código: GTTGJ-F004 
 

Vigencia: 02/12/2017 
 

Versión: 1.0 

 

RESOLUCION No- 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE REPOSICION Y EN 

SUBSIDIO DE APELACION INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCION 6566 DEL 16 DE 

MAYO DE 2022 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSCIONES” 
 

Dirección: Sede Manga, Cuarta Avenida Calle 29 No. 17 - 189 
Dirección: Sede Espinal, Carrera 14 No. 31A – 15 

E-mail: info@transitocartagena.gov.co 
Cartagena de Indias - Colombia 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 
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“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. De la Tarjeta de Operación. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. A su vez, el artículo 2.2.1.3.8.7. establece la obligación 

del conductor de portarla.  

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 04 de enero de 2023 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Frente a los argumentos expuestos por el recurrente sobre la presunta indebida notificación, dado 

que no se aportaron algunas pruebas con la notificación de la resolución de apertura y la resolución 

mediante la cual se decidió una investigación administrativa, es pertinente indicar lo siguiente: 
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En primera instancia, si bien es cierto que esta entidad no aportó las pruebas que indica el recurrente, 

no es menos cierto que, el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo señala que “En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, 

auténtica y gratuita del acto administrativo...”, ahora bien, es pertinente en este punto indicar que, si 

bien las pruebas están relacionadas en el acto y son mencionadas en él, las mismas no integran el 

acto como tal, como si hacen parte integra del expediente administrativo, el cual está a disposición 

de las partes investigadas para ser consultado en cualquier momento y así mismo solicitar las copias 

que consideren. 

 

De lo anterior es posible colegir entonces que, esta entidad en procura de la buena fe, del principio 

de economía procesal y de celeridad en el proceso, decide al momento de la notificación de los 

actos administrativos, allegar copia de las pruebas, sin embargo, la omisión en el envío de las mismas, 

no implica que se haya notificado en indebida forma.  

 

Ahora bien, el recurrente tuvo conocimiento de la Resolución No. 2448 del 09 de julio de 2021 

mediante la cual se aperturó la investigación y tal como lo establece el artículo 50 de la Ley 336 de 

1996 se le otorgó un término de traslado de 15 días hábiles, en el cual pudo haber presentado sus 

descargos, así como también en cualquier momento ejercer el derecho de petición y solicitar copia 

de las pruebas, sin embargo, la empresa investigada decidió guardar silencio en todo momento.  

 

Por todo lo anterior, los argumentos del recurrente han sido desvirtuados y no se accederá sus 

pretensiones.  

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6566 del 16 de mayo de 2022, teniendo en cuenta lo 

expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTICULO TERCERO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa CORPORACIÓN 

NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - “CORTRANSINDIA” de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

 

ARTÍCULO CUARTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6566 del 16 de mayo de 2022, 

en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de Cobro 

Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL 

DISTRITO DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los 

artículos 51 de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 

de 2015 previó lo siguiente:    

 

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR 

a la empresa de transporte TAXMAR S.A., identificada con NIT. 900.093.457-5 en su calidad 

de empresa de servicio público de transporte terrestre automotor individual distrital de 

pasajeros a la cual se encuentra afiliado el vehículo en cuestión y a la señora LUZ AMPARO 

ROCHA ALVAREZ identificada con cédula de ciudadanía 23.145.962 en su calidad de 

propietaria del vehículo de placas UAO583, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 

1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.2, 

2.2.1.3.8.3, 2.2.1.3.8.5, 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.3.8.1 del Decreto 1079 de 2015 y 

conforme a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del 

artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa y a la 

propietaria el día 21 de diciembre de 2022 y conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 03 de enero de 2023, la empresa TAXMAR S.A. presentó recurso de reposición 

contra la Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022, alegando lo siguiente: 

 

a. Solicita que se modifique la sanción interpuesta puesto que, a la fecha de 

comisión de la conducta, nos encontrábamos en pandemia y que aparte de 

verse afectados económicamente por ella, las citas en el DATT eran demoradas, 

por lo que la atención en los sitios fue restringida o casi nulas. 

 

4) Por su parte, la señora LUZ AMPARO ROCHA ALVAREZ, en calidad de propietaria del 

vehículo, el 03 de enero de 2023 interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación 

contra la Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022, indicando lo siguiente: 

 

a. Indica la recurrente que el Datt la sancionó con 3 SMLMV del año 2020, es 

decir, $2.633.409 

b. Manifiesta que ha tenido buen comportamiento en las oportunas 

expediciones de tarjetas de operación en lo comprendido entre el año 2008 

hasta el año 2019 

c. Comenta que, a la fecha de la infracción, producto de la pandemia COVID-

19, se encontraba con muchas calamidades, falleció su esposo y su padre, 

quienes eran de gran ayuda económica en el hogar. 

d. Relata que, ha sido victima de la delincuencia común, que la extorsionan y 

amenazan con matar a sus hijos. 

e. Por todo lo anterior, solicita se disminuya la sanción pecuniaria impuesta, 

toda vez que el carro es el único ingreso con el que cuenta para mantener 

a su familia con cuatro hijos menores. 
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II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059260 del 04 de agosto de 2020 

2) Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022. 

3) Recurso de reposición de fecha 03 de enero de 2023, contra la Resolución 6569 del 16 

de mayo de 2022, interpuesto por la empresa. 

4) Recurso de reposición de fecha 03 de enero de 2023, contra la Resolución 6569 del 16 

de mayo de 2022, interpuesto por la propietaria. 

 

 

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS 

PROPUESTOS POR EL RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la 

Constitución Política de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza 

del transporte público en Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de 

operación y sobre la obligación de la empresa de transporte para gestionarla de acuerdo 

a lo establecido en la legislación colombiana. De igual manera se analizarán los 

argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de la improcedencia del 

recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la improcedencia del 

recurso de queja en esta instancia. 

 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios 

fundamentales artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las 

leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y 

las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación 

en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes 

por parte de los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter 

coercitivo dentro de las cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser 

ejercida de acuerdo a lo postulado en el artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia, que dispone: 
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“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 

ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso 

administrativo, entre otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la 

notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin 

dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su 

inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 

jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de 

defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar 

las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido 

proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido 

proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no 

siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, 

desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, ha sostenido que 

el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que 

igualmente comporta una vulneración del derecho de acceso a la administración de 

justicia, del cual son titulares todas las personas naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que 

en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la administración, por 

conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 

2 literal b, que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el 

control, la regulación y vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez 

el artículo 3 de la norma en comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de 

personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras 

del sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios, 

sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 
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La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la 

regulación del Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su 

adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha 

indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano 

un medio indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que 

viven en zonas marginales y carecen de otra forma de movilización. De la capacidad 

efectiva de superar distancias puede depender la estabilidad del trabajo, el acceso y la 

permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada y, en general, 

el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, 

mercado, etc, en el menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de 

medios de transporte propios, a merced del Estado o de los particulares que prestan este 

servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por parte de las empresas 

transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del 

servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos 

fundamentales, La intima conexidad entre el derecho al servicio público del transporte 

con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación 

(CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP art. 16), hace 

predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución 

cuando su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los 

mencionados derechos. El transporte es una actividad comercial que tradicionalmente 

ha sido considerada un servicio público en atención a su trascendencia para el desarrollo 

económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 

señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público 

esencial (Ley 336 de 1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e 

implicará la prelación del interés general sobre el particular, en especial para garantizar 

la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La seguridad, según lo 

dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 

1993, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte 

en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala 

el carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga 

a la operación de las empresas de transporte público, implica la prelación del interés 

general sobre el particular, especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del 
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servicio y a la protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que 

señale el reglamento para cada modo. 

 

 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de 

transporte para gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta 

de operación es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar 

el servicio público bajo la responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo 

con el radio de acción autorizado y que cuando se trate de áreas metropolitanas, la 

tarjeta de operación facultará la movilización en todos los municipios que conformen 

dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este sentido, el artículo 

2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, de 

gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas 

oportunamente a sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva 

renovación por lo menos con un (1) mes de anticipación a la fecha de vencimiento, para 

lo cual, los propietarios de los taxis vinculados deberán presentar a las empresas 

documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos (2) meses de 

anticipación a su vencimiento. A su vez, el artículo 2.2.1.3.8.7. establece la obligación del 

conductor de portarla. 

 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por los recurrentes 

 

• Sobre el recurso interpuesto por la empresa, debemos manifestar lo siguiente: 

 

En virtud de la Pandemia COVID-19, el Departamento Administrativo de Tránsito y 

Transporte, emitió Resolución 0365 del 06 de abril de 2020 mediante la cual decidió 

suspender los términos administrativos de las siguientes actuaciones administrativas: 

 

1. Los procesos contravencionales por infracciones a las normas de tránsito en 

virtud de la imposición de ordenes de comparendos. 

2. Los términos de prescripción de las acciones de cobro coactivo 

3. Solicitudes de desvinculación administrativa solicitadas por el propietario o 

las empresas de transporte 

4. Los procesos contravencionales por infracciones a las normas de transporte 

que se adelantan en el área de Transporte Público. 

5. Cancelación de la licencia de tránsito y reposición de vehículos de 

transporte individual de pasajeros tipo taxi. 

6. Cancelación de la licencia de tránsito, radicación y reposición de vehículos 

de transporte público colectivo de pasajeros. 

7. Solicitudes de revocatoria de trámites y demás actuaciones administrativas 

que se adelanten en el área de matrículas. 
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Pues bien, la Resolución citada precedentemente no estableció suspensión de términos 

respecto a los trámites o gestiones administrativos que las empresas de transporte público 

estén obligadas, en este caso, la obligación de gestionar la tarjeta de operación. 

 

Aunado a lo anterior, en todo tiempo este Organismo de Tránsito dispuso los medios para 

que las empresas de transporte pudieran realizar las gestiones a las que se encuentran 

obligadas, en este sentido, las empresas llamaban a una línea telefónica establecida por 

la entidad y solicitaban que se recogieran los documentos para tramitar determinada 

cantidad de tarjetas de operación, a su vez un funcionario de la entidad se dirigía a cada 

empresa y recogía la documentación para realizar el trámite.  De igual forma, los medios 

electrónicos de radicación de documentos siempre estuvieron habilitados para tal. 

Entonces teniendo en cuenta lo anterior, no le asiste razón al recurrente al indicar que no 

pudo realizar la gestión debido a que, durante la emergencia sanitaria, las citas en el 

DATT eran demoradas.  

 

 

• Sobre el recurso interpuesto por la propietaria, debemos manifestar lo siguiente: 

 

La recurrente no presenta ningún argumento que este despacho considere jurídicamente 

válido para ser tenido en cuenta, dado que los hechos y situaciones que relata son ajenas 

a este organismo de tránsito y sobre los cuales no hemos tenido ningún tipo de 

participación o injerencia. Por tanto, es jurídicamente inviable acceder a sus 

pretensiones. 

 

 

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento 

administrativo sancionatorio por violación a las normas de transporte público 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la 

procedencia del recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos 

sancionatorios por violación a las normas de transporte público. Es menester señalar que 

el artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que “…la autoridad competente abrirá 

investigación en forma inmediata mediante resolución motivada contra la cual no cabrá 

recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los descargos y 

practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía 

gubernativa señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de 

texto). 

 

Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del 

proceso de marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su 

artículo 74 dispone lo siguiente:  
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“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra 

los actos definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, 

adicione o revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional 

con el mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de 

Departamento Administrativo, superintendentes y representantes legales de las 

entidades descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los 

órganos constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes 

legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece 

la estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y 

transporte del Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte 

que, le corresponde al Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices 

que trace el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, 

en cumplimiento de lo dispuesto por los Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y 

demás disposiciones concordantes, complementarias y afines, expedidas por el Gobierno 

Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el 

Alcalde Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento 

Administrativo de Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, 

exceptuándose las relacionadas con las autorizaciones de rutas y licencias de 

funcionamiento de empresas de transportes y talleres, que deberán ser adoptadas por el 

Alcalde Mayor de Cartagena de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas 

las actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual 

se encuentra la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se 

encuentran delegadas en el Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones 

administrativas, es pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° 

conceptualiza la figura de la delegación de la siguiente manera: 
 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto 

en la Constitución Política y de conformidad con la presente Ley, podrán 

mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus 

colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias. 
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Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 

ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, 

representantes legales de organismos y entidades que posean una estructura 

independiente y autonomía administrativa podrán delegar la atención y 

decisión de los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos 

respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo y asesor 

vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a 

los principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la 

Constitución Política y en la presente Ley (…)”. 
 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a 

los mismos requisitos establecidos para su expedición por la autoridad o entidad 

delegante y serán susceptibles de los recursos procedentes contra los actos de 

ellas. (…)” (Resaltado fuera de texto). 
 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. 

Dr. Jaime Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de 

decisiones: unas, para el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y 

otras, en ejercicio de la competencia delegada, para el cumplimiento de las 

correspondientes funciones del empleo del delegante. En estricto sentido, es frente a 

estas últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer evento él no es 

delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad de 

delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese 

sido tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las 

actuaciones que ejecuta en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las 

solicitudes y se surten los recursos a que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de 

la función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es 

susceptible de apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten 

excepciones, las cuales ha venido desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas 

Cortes, así como unos requisitos mínimos, como es el caso de los señalados por la 

Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. Dr. LUIS GUILLERMO 

GUERRERO PÉREZ, la cual manifiesta que: 
 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir 

una decisión, exigen la presencia de una estructura jerárquica que permita la 

participación de una autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la 

revisión de una actuación previa, bien sea porque los interesados interpusieron el recurso 

de apelación o porque resulte forzosa la consulta. No en vano, la Corte ha señalado, 

desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso de apelación que se reconoce a 

quienes han intervenido o están legitimados para intervenir en la causa, “con el fin de 
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obtener la tutela de un interés jurídico propio, previo análisis del juez superior quien revisa 

y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en 

que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 
 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, 

inspección y control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se 

encuentran delegadas por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del 

Departamento Administrativo De Tránsito Y Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la 

decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud de la función delegada, debe 

entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el Alcalde Mayor de 

Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo 

definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director 

en virtud de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento 

de las funciones propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos 

sancionatorios que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito 

Y Transporte – DATT, por contravención a las normas de transporte público, no es violatoria 

del derecho fundamental al debido proceso y del derecho a la defensa. En este sentido 

la Corte ha reiterado que “la doble instancia no es un principio absoluto que deba regir 

todos los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u obligatoria su previsión para 

todos los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión judicial.” (Sentencia 

C-415 de 2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada 

tanto en la falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de 

la Ley 1437 del 2011, y a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 
 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO:  CONFIRMAR la Resolución 6569 del 16 de mayo de 2022, teniendo en 

cuenta lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se 

entiende agotada la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la 

Ley 1437 de 2011. 
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ARTÍCULO CUARTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa 

TAXMAR S.A. de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6569 del 16 de 

mayo de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de 

Ejecutoria a la Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO 

DE CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 

de la Ley 336 del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 

previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR 

a la empresa de transporte COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE 

PÚBLICO – COOPROTAX, identificada con NIT. 890.480.728-0 en su calidad de empresa de 

servicio público de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual 

se encuentra afiliado el vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 26 de la Ley 336 de 

1996 en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 

de 2015 y conforme a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal 

e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022 fue notificada a la empresa el día 28 de 

diciembre de 2022 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 07 de enero de 2023, la empresa COOPROTAX presentó recurso de reposición y en 

subsidio apelación contra la Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022, alegando en resumen 

lo siguiente: 

 

a. Indica que, existe violación al debido proceso y al derecho de defensa, toda vez 

que en ninguna parte de la investigación se abrió el periodo probatorio ni se le dio 

traslado para alegar. 

b. Que el DATT no tuvo en cuenta el principio de necesidad de la prueba. 

c. Manifiesta que, como prueba solo se tuvo en cuenta el comparendo No. 1058675 

del 01 de febrero de 2020 el cual es una citación que se le hace al presunto infractor 

y que tan solo hasta que se cumplan ciertas condiciones, este podrá tener el 

carácter de multa.  

d. Que, al solamente tenerse como prueba el comparendo en mención, no se tuvo en 

cuenta el ordenamiento jurídico vigente, el cual puede darle todas las garantías 

para evitar la vulneración de sus derechos y por esto la falta de fundamento 

probatorio vicia la actuación administrativa por violación al debido proceso. 

e. Declara que, es obligación para la administración considerar todas las propuestas 

o peticiones en cuanto sean conducentes para el caso. 

f. Considera que, no se le puede sancionar toda vez que su actuar está condicionado 

al de los propietarios de los taxis vinculados a la empresa, en razón a que son ellos 

en quienes radica la obligación de allegar los documentos para gestionar la tarjeta 

de operación y se confunde esta obligación con el deber de vigilancia respecto de 

los propietarios de vehículos que prestan el servicio para que tengan vigente la 

respectiva tarjeta de operación. 

g. Indica que, si bien es cierto que las normas del Decreto 3366 de 2003, Decreto 176 

de 2001 y Decreto 1079 de 2015 son idénticas, con la nueva reglamentación se hace 

más viable demostrar la obligación de gestionar, obtener y suministrar 

oportunamente, se encuentran limitadas si el propietario del taxi vinculado no 

entrega a la empresa la documentación requerida dentro de los términos legales, 

por tanto el principio de favorabilidad no fue interpretado y aplicado conforme a la 

ley, pues la administración desconoció los argumentos esgrimidos por la empresa sin 

darle oportunidad de que demostrara su responsabilidad. 

h. Manifiesta que, no se dio aplicación a lo normado en el artículo 45 de la Ley 336 de 

1996, en tanto se debió aplicar inicialmente una amonestación y de manera 
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subsidiaria la multa y que, en caso de aplicar una multa, esta debe ser de 1 salario, 

dado que poder aplicar multas de 700 salarios viola los principios de legalidad, 

proporcionalidad y equidad. 

i. Considera que la sanción es injusta, excesiva y perjudicial, ya que no existe en la 

legislación penal la suma de penas y, además, no se fijó en salarios sino en UVT. 

j. Indica que, la resolución recurrida está viciada de nulidad por violar el derecho de 

defensa, debido proceso y legalidad de la actividad administrativa y que no se da 

aplicación al principio de proporcionalidad de la sanción. 

k. Por último, manifiesta que nadie está obligado a lo imposible, toda vez que la 

empresa cumplió con la responsabilidad en canto estuvo atenta a la renovación y 

realizó los requerimientos necesarios invitando al propietario del vehículo a presentar 

la documentación necesaria para tramitar la tarjeta de operación.  

l. Por todo lo anterior, pretende se revoque la resolución recurrida por ser contraria a 

derecho y por indebida motivación, indebida tipicidad y haberse violado el 

derecho de defensa al no practicarse las pruebas solicitadas y por omisión de la 

oportunidad para presentar alegatos.  

m. Además, solicita que, en el evento de resolver negativamente al recurso de 

reposición, se le conceda la apelación y si este es negado, se le conceda la queja 

ante la autoridad competente.  

 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1058675 del 01 de febrero de 2020. 

2) Descargos frente a la Resolución No. 2110 del 23 de junio de 2021. 

3) Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022. 

4) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 07 de enero de 2023, contra 

la Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS 

PROPUESTOS POR EL RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución 

Política de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte 

público en Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y 

sobre la obligación de la empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo 

establecido en la legislación colombiana. De igual manera se analizarán los argumentos 

esbozados por el recurrente y por último el sustento de la improcedencia del recurso de 

apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la improcedencia del recurso de queja 

en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios 

fundamentales artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y 

respetar y obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  
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“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. 

Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de 

sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes 

por parte de los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter 

coercitivo dentro de las cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser 

ejercida de acuerdo a lo postulado en el artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie 

podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 

competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso 

administrativo, entre otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la 

notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones 

injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su 

culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto 

de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de 

inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas 

con violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso 

administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y 

procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías 

reconocidas a los administrados. Al respecto, ha sostenido que el desconocimiento en cualquier 

forma del derecho al debido proceso en un trámite administrativo, no sólo quebranta los  

elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta una vulneración del 

derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión 

de la administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 

literal b, que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, 

la regulación y vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 

3 de la norma en comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o 

cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en 

condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una 

contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del 

Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en 

condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 
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En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha 

indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas 

marginales y carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar 

distancias puede depender la estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema 

educativo, el ejercicio de la iniciativa privada y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, 

etc, en el menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte 

propios, a merced del Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de 

afectar la vida diaria del usuario por parte de las empresas transportadoras explica la mayor 

responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el estricto control de las autoridades con el fin de 

garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, 

La intima conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo 

(CP art. 25), a la enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre 

desarrollo de la personalidad (CP art. 16), hace predicable a estos últimos la protección 

constitucional del artículo 86 de la constitución cuando su desconocimiento se traduce en una 

inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El transporte es una actividad 

comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en atención a su 

trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando 

que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial 

(Ley 336 de 1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación 

del interés general sobre el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio 

y la protección de los usuarios. La seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y 

el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, constituye prioridad esencial en la actividad del 

sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el 

carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la 

operación de las empresas de transporte público, implica la prelación del interés general 

sobre el particular, especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a 

la protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que señale el 

reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación y obligación de las empresas de transporte 

para gestionarla. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta 

de operación es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el 

servicio público bajo la responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el 

radio de acción autorizado y que cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de 

operación facultará la movilización en todos los municipios que conformen dicho ente 

territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de 
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la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, de gestionar las 

tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a sus 

propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un 

(1) mes de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis 

vinculados deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, 

por lo menos con dos (2) meses de anticipación a su vencimiento. 

 

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 07 de enero de 2023 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

Con relación a los argumentos sobre el tema probatorio, debemos indicar en primera 

instancia que el actuar de esta entidad en el curso del procedimiento administrativo 

sancionatorio, se ajustó a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, esto es, se 

notificó de la resolución que apertura la investigación y se otorgó a los investigados el 

término de 15 días en el cual podían presentar los descargos y solicitar o aportar las pruebas 

que pretendan hacer valer.  

 

Por lo cual, no es admisible la afirmación del recurrente al manifestar que no existió periodo 

probatorio, menos aun cuando la misma empresa presentó sus descargos y solicitó prueba 

testimonial del conductor del vehículo. 

 

Ahora bien, diferente es que, en el estudio de admisibilidad de las pruebas realizado, se 

determinó que la prueba testimonial solicitada no cumplía con los requisitos de pertinencia 

y conducencia, toda vez que el interesado no señaló la finalidad de la declaración 

pretendida. Adicional a lo anterior, el conductor se encuentra vinculado al proceso y contó 

con el término legal de sentar su posición jurídica frente a los cargos que le fueron 

endilgados. 

 

Respecto al periodo para presentar alegatos, es importante recordar que, para el 

procedimiento administrativo sancionatorio en materia de transporte público, el legislador 

en la ley 336 de 1996, no previó tal etapa. 

 

De lo anterior se colige que la entidad ha actuado respetando el derecho de defensa, el 

debido proceso y el principio de legalidad. 

 

Por otra parte, es importante precisar que en el caso bajo estudio no se tuvo como prueba 

un comparendo sino el Informe Único de Infracción al Transporte, el cual es el fundamento 

de esta investigación, goza de presunción de autenticidad, por consiguiente, es prueba 

idónea y suficiente para soportar la apertura y trámite de la investigación de conformidad 

con los artículos 243, 244 y 257 del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que no es posible sancionar a la empresa toda vez 

que su actuar está condicionado al del propietario y que nadie está obligado a lo 

imposible, debemos indicar que en el caso sub examine la empresa de transporte 

COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO – 

COOPROTAX no probó que realizó las actuaciones pertinentes y obligatorias de gestionar 

la tarjeta de operación del vehículo de placa No. TER674, de acuerdo con lo señalado en 

el Decreto 1079 del 2015. 
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La obligación de gestionar las tarjetas de operación de todo el parque automotor es 

inherente a la empresa de transporte y no se puede excusar en que los propietarios no 

llevaron a tiempo o incompletos los documentos que se necesitan para realizar este trámite, 

si la anterior hipótesis se concreta, lo que debe hacer la empresa de transportes es solicitar 

a la autoridad de tránsito la desvinculación administrativa del vehículo o vehículos que se 

encuentren en las causales que taxativamente señala la ley.   

 

De otro lado, sobre el argumento que indica que la entidad no dio aplicación al artículo 45 

de la ley 336 de 1996 por no haber amonestado en primera instancia y de manera 

subsidiaria aplicado la multa, debemos señalar que la ley no indica que tales actuaciones 

tengan carácter subsidiario, por el contrario, permite multar en todos los casos de 

conductas que no tengan asignada una sanción específica y que constituyan violación a 

las normas de transporte. 

En otro orden de ideas, es del sentir del recurrente que la sanción es injusta, excesiva y 

perjudicial ya que no existe suma de penas en la legislación penal. Pues bien, teniendo en 

cuenta esto, es de suprema importancia aclarar que en el caso sub examine nos 

encontramos dentro de un proceso administrativo sancionatorio y no en el marco de un 

proceso penal. El recurrente acusa la sanción de injusta y excesiva, no obstante, no explica 

ni delimita concretamente cuales son los criterios por los cuales la sanción, a su juicio, es 

excesiva. La manifestación abstracta e impersonal de que la sanción es injusta o 

desproporcionada no tiene suficiente rigor argumentativo para derruir las motivaciones del 

acto administrativo atacado. Aunado a ello debemos indicar que la sanción, esto es, 

cuatro (4) Salarios mínimos legales mensuales vigentes, estuvo acorde a lo normado en el 

literal a) del parágrafo del artículo 46 de la Ley 336 de 1996, toda vez que las multas 

aplicadas a las infracciones de transporte terrestre pueden oscilar entre uno (1) a 

setecientos (700) salarios mínimos mensuales vigentes, por tanto, en ningún momento se ha 

violado el principio de proporcionalidad.  

De igual manera, en lo que respecta al argumento que pretende atacar la conversión de 

la sanción a Unidades de Valor Tributario (UVT), debemos indicar que de conformidad con 

lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, a partir del 1° de enero de 2020, todos 

los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, actualmente denominados y 

establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (SMMLV), deberán ser 

calculados con base en su equivalencia en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT), 

como se explica en el acto administrativo atacado. 

e. Improcedencia del recurso de apelación en el marco del procedimiento 

administrativo sancionatorio por violación a las normas de transporte público e 

improcedencia del recurso de queja. 

 

La Ley 105 de 1993 y la Ley 336 de 1996, no mencionan dentro de su articulado la 

procedencia del recurso de Apelación dentro de los procesos administrativos 

sancionatorios por violación a las normas de transporte público. Es menester señalar que el 

artículo 50 de la Ley 336 de 1996, establece que “…la autoridad competente abrirá 

investigación en forma inmediata mediante resolución motivada contra la cual no cabrá 

recurso alguno…” y en su artículo 51 manifiesta que “Presentados los descargos y 

practicadas las pruebas decretadas, si fuere el caso, se adoptará la decisión mediante 

acto administrativo motivado. Esta actuación se someterá a las reglas sobre vía gubernativa 

señaladas en el Código Contencioso Administrativo.” (Resaltado fuera de texto). 
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Es así como para poder hablar de la procedencia del recurso de apelación dentro del 

proceso de marras, debemos remitirnos a la Ley 1437 de 2011, específicamente en su 

artículo 74 dispone lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los 

actos definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, 

adicione o revoque. 

 

 2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el 

mismo propósito. 

 

No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de Departamento 

Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades 

descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los órganos 

constitucionales autónomos.  

 

Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y 

jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial (…)”. 

 

Por otra parte, el Decreto Distrital No. 736 de 1990, “por medio del cual se crea y establece 

la estructura y funciones administrativas del Departamento Administrativo de Tránsito y 

transporte del Distrito Turístico y cultural de Cartagena” en su artículo TERCERO advierte que, 

le corresponde al Director desarrollar, ejecutar y controlar las políticas y directrices que 

trace el Alcalde Mayor de Cartagena de Indias, sobre el Tránsito y Transporte Distrital, en 

cumplimiento de lo dispuesto por los Decretos 80 de 1987, 493, 1787 y 1809 de 1990 y demás 

disposiciones concordantes, complementarias y afines, expedidas por el Gobierno 

Nacional. 

 

De igual manera, en el Artículo DÉCIMO TERCERO de la norma ibidem, inciso segundo, el 

Alcalde Mayor indica que, “(…) Todas las decisiones relacionadas con el Departamento 

Administrativo de Tránsito y Transporte DATT, serán tomadas por el Director, exceptuándose 

las relacionadas con las autorizaciones de rutas y licencias de funcionamiento de empresas 

de transportes y talleres, que deberán ser adoptadas por el Alcalde Mayor de Cartagena 

de Indias (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

De lo anterior se colige que, la función administrativa tendiente a desarrollar y vigilar todas 

las actividades relacionadas con el tránsito y transporte a nivel territorial, dentro de la cual 

se encuentra la facultad sancionatoria por la violación a las normas de transporte, se 

encuentran delegadas en el Departamento administrativo de Tránsito y Transporte-DATT. 

 

Ahora bien, como nos encontramos frente a una delegación de funciones administrativas, 

es pertinente manifestar que la Ley 489 de 1998, en su artículo 9° conceptualiza la figura de 

la delegación de la siguiente manera: 

 

“articulo 9.-Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la 

Constitución Política y de conformidad con la presente Ley, podrán mediante acto de 

delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, 

con funciones afines o complementarias. 
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Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, 

directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de 

organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía 

administrativa podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por 

la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo 

y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 

principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución 

Política y en la presente Ley (…)”. 

 

De igual manera, la norma ibidem establece el régimen de los actos que profiera el 

delegatario e indica: 

 

“(…) Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos 

requisitos establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y serán 

susceptibles de los recursos procedentes contra los actos de ellas. (…)” (Resaltado fuera 

de texto). 

 

Así mismo, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia C- 372 de 2002 M. P. Dr. 

Jaime Córdoba Triviño, manifestó lo siguiente: “(…) El delegatario toma dos tipos de 

decisiones: unas, para el cumplimiento de las funciones del empleo del cual es titular, y 

otras, en ejercicio de la competencia delegada, para el cumplimiento de las 

correspondientes funciones del empleo del delegante. En estricto sentido, es frente a estas 

últimas que se actúa en calidad de delegatario pues en el primer evento él no es 

delegatario sino el titular de su empleo. Además, las decisiones que toma en calidad de 

delegatario tienen el mismo nivel y la misma fuerza vinculante como si la decisión hubiese 

sido tomada por el delegante y, se asume, que el delegado es el autor real de las 

actuaciones que ejecuta en uso de las competencias delegadas, y ante él se elevan las 

solicitudes y se surten los recursos a que haya lugar, como si él fuera el titular mismo de la 

función (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

El artículo 31 de la Constitución Política, manifiesta que toda actuación judicial es 

susceptible de apelación o consulta, pero también es cierto que se permiten excepciones, 

las cuales ha venido desarrollando la ley y la jurisprudencia de las altas Cortes, así como 

unos requisitos mínimos, como es el caso de los señalados por la Honorable Corte 

Constitucional mediante la Sentencia SU 418/19 M.P. Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, 

la cual manifiesta que: 

 

“(…) En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la posibilidad de controvertir una 

decisión, exigen la presencia de una estructura jerárquica que permita la participación de una 

autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa, 

bien sea porque los interesados interpusieron el recurso de apelación o porque resulte forzosa la 

consulta. No en vano, la Corte ha señalado, desde sus primeros pronunciamientos, que el recurso 

de apelación que se reconoce a quienes han intervenido o están legitimados para intervenir en 

la causa, “con el fin de obtener la tutela de un interés jurídico propio, previo análisis del juez superior 

quien revisa y corrige los defectos, vicios o errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en 

que hubiere podido incurrir el a-quo. (…)” (Negrita y subrayas fuera de texto original). 

 

Como se describió en párrafos anteriores, las funciones administrativas de vigilancia, 

inspección y control relacionadas con tránsito y transporte, con algunas excepciones, se 

encuentran delegadas por el Alcalde Mayor de Cartagena, en el Director del 

Departamento Administrativo De Tránsito Y Transporte – DATT, en ese orden de ideas, la 

decisión proferida por el Organismo de Tránsito en virtud de la función delegada, debe 
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entenderse como expedida por la autoridad delegante esto es, el Alcalde Mayor de 

Cartagena, quien no tiene superior jerárquico al que remitir el acto administrativo definitivo. 

 

Así las cosas, no pueden confundirse las funciones que son ejercidas por el suscrito director 

en virtud de la delegación realizada por su superior, con las que realiza en cumplimiento de 

las funciones propias de su cargo.  

 

En efecto, la improcedencia del recurso de apelación en los procesos administrativos 

sancionatorios que lleva a cabo el director del Departamento Administrativo de Transito Y 

Transporte – DATT, por contravención a las normas de transporte público, no es violatoria 

del derecho fundamental al debido proceso y del derecho a la defensa. En este sentido la 

Corte ha reiterado que “la doble instancia no es un principio absoluto que deba regir todos 

los procesos judiciales y que, por tanto, no es forzosa u obligatoria su previsión para todos 

los asuntos sobre los cuales tiene que producirse una decisión judicial.” (Sentencia C-415 de 

2002 M.P. Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT). 

 

Por lo tanto, la no procedencia del recurso de apelación se encuentra fundamentada 

tanto en la falta de un orden jerárquico; así como en lo contemplado en el artículo 74 de 

la Ley 1437 del 2011, y a su vez en los pronunciamientos jurisprudenciales. 

 

Ahora bien, en lo que respecta a la interposición del recurso de queja debemos indicar la 

norma que regula el mismo en el Código de Procedimiento administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo: 

 

“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los 

actos definitivos procederán los siguientes recursos:  

 

(…)3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 

 

El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del 

funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la 

providencia que haya negado el recurso. 

 

De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la 

decisión. 

 

Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá 

lo que sea del caso.” 

 

El recurso de queja se encuentra instituido como una figura jurídica tendiente a corregir los 

errores en que puede incurrir el funcionario cuando niega la concesión de un recurso de 

apelación. Empero, el artículo señala que se podrá interponer ante el superior jerárquico del 

funcionario que profirió la decisión, sin embargo, dado que la función se encuentra 

delegada, siempre que se esté en ejercicio de la misma, no existe superior jerárquico ni 

funcional a quien se pueda remitir, por tanto, el recurso de queja de igual manera se torna 

improcedente. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 
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RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 6584 del 16 de mayo de 2022, teniendo en 

cuenta lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende 

agotada la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa 

COOPERATIVA DE PROPIETARIOS DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO – 

COOPROTAX de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 6584 del 16 de mayo 

de 2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la 

Oficina de Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 11473 del 31 de octubre de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO - 

COOINTRATURISMO, identificada con NIT. 900.087.817-9 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 y 26 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 

de 1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6, 2.2.1.3.8.7 y 2.2.1.8.3.1 del Decreto 1079 de 2015 

y conforme a lo previsto en el literal e) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996. 

 

2) La Resolución 11473 del 31 de octubre de 2022 fue notificada a la empresa el día 16 de febrero de 

2023 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 02 de marzo de 2023, la empresa COOINTRATURISMO presentó recurso de reposición contra 

la Resolución 11473 del 31 de octubre de 2022, alegando en resumen lo siguiente: 

 

a. Indica que, dentro del contrato que suscriben lo afiliados a la COOPERATIVA INTEGRAL DE 

TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO – COOINTRTURISMO, se consagran unas obligaciones a 

cargo del propietario, dentro de las cuales se establece que deben presentar a la empresa 

la documentación para la renovación de la tarjeta de operación, por lo menos con dos 

meses de anticipación a su vencimiento, por lo cual estima que es el propietario es quien 

debe suministrar la información a la empresa y por tanto esta se encuentra eximida de 

responsabilidad. 

b. De igual manera, expone que en la resolución que decidió sancionar a la empresa, se hizo 

referencia a la norma que indica que es deber del propietario presentar a la empresa la 

documentación para la renovación de la tarjeta de operación y manifiesta que la norma es 

clara, toda vez que para que la empresa gestione tal documento existe la condición de que 

el propietario aporte los documentos necesarios. 

c. Por otra parte, indica que no existe prueba en el expediente que apunte a la responsabilidad 

de la empresa, pues solo existe el informe único de infracción, la consulta en el sistema del 

periodo de vigencia de la tarjeta de operación y la consulta de datos del vehículo. 

d. Por lo anterior, solicita que esta entidad se abstenga de imponer sanción pecuniaria a la 

empresa, toda vez que el único responsable es el propietario del vehículo y su conductor.  

e. Por último, manifiesta que existen sesgos en la decisión, toda vez que se exoneró de 

responsabilidad al propietario y se sancionó a la empresa. 

 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059254 del 10 de marzo de 2020. 

2) Resolución 11473 del 31 de octubre de 2022. 

3) Recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 02 de marzo de 2023, contra la 

Resolución 11473 del 31 de octubre de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 
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la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 

competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 
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La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 

seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. Definición de la tarjeta de operación. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. De igual manera, el artículo 2.2.1.3.8.7 de la norma en 

comento, establece que el conductor del vehículo debe portar la tarjeta de operación y presentarla 

a la autoridad cuando esta le sea requerida.   
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d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 02 de marzo de 2023 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

En relación a la afirmación de que no existe prueba en el expediente que indique que la empresa es 

responsable, debemos indicar que, en el caso bajo estudio, el Informe Único de Infracción al 

Transporte, es el fundamento de esta investigación, goza de presunción de autenticidad, por 

consiguiente, es prueba idónea y suficiente para soportar la apertura y trámite de la investigación de 

conformidad con los artículos 243, 244 y 257 del Código General del Proceso. 

 

Analizando los argumentos que indican que el actuar de la empresa está condicionado al del 

propietario, en el sentido en que se encuentra limitado a que este entregue a la empresa la 

documentación requerida para gestionar la tarjeta de operación, debemos indicar que en el caso 

sub examine, no se sancionó por tener la tarjeta de operación vencida, pues así como se indica en 

la resolución que decide sancionar, al momento de la comisión de la infracción, la tarjeta de 

operación se encontraba vigente, luego entonces, la conducta investigada y sancionada 

corresponde a no portar la tarjeta de operación.  

 

Es menester en este punto recordar entonces que, la tarjeta de operación es uno de los documentos 

que soporta la operación del equipo y tal como se indicó en la resolución recurrida, teniendo en 

cuenta la posición de responsabilidad que ostenta la empresa de transporte COOINTRATURISMO, 

dentro de la prestación del servicio público, esta debe adoptar las medidas necesarias para evitar 

que los vehículos vinculados a ella presten el servicio sin el lleno de los requisitos, luego entonces, 

permitir la circulación de vehículos taxi sin la tarjeta de operación no sólo quebranta el orden jurídico 

sino también pone en riesgo la seguridad de los pasajeros y transeúntes.  

 

La empresa, es la persona jurídica habilitada por el Estado para la prestación del servicio público de 

transporte, acorde con la normatividad vigente, dentro de los estándares de gestión, calidad y 

legalidad, por tanto, es la responsable de gestionar, controlar, supervisar y alistar diariamente su 

parque automotor, bien sea vehículos propios o vinculados.  

 

Por lo anterior, se demostró que el tramite de la renovación de la tarjeta de operación se surtió dentro 

del término establecido y por tanto, se concluye que el propietario cumplió a cabalidad con la carga 

legal impuesta por el artículo 2.2.1.3.8.6 del Decreto 1079 de 2015, puesto que para la fecha de 

comisión de la infracción, la tarjeta de operación se encontraba vigente, por lo cual se decide 

exonerar de responsabilidad al propietario y atenuar la sanción respecto a la empresa por haber 

cumplido de manera parcial con sus obligaciones. 

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 

 

RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 11473 del 31 de octubre de 2023, teniendo en cuenta 

lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: RECHAZAR EL RECURSO DE APELACIÓN, por los motivos expuestos. 

 

ARTICULO TERCERO: RECHAZAR EL RECURSO DE QUEJA, por los motivos expuestos. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa COOPERATIVA 

INTEGRAL DE TRANSPORTE, RECREACIÓN Y TURISMO - COOINTRATURISMO de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 
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ARTÍCULO SEXTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 11473 del 31 de octubre de 

2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de 

Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE 

CARTAGENA, en uso de sus facultades y constitucionales establecidas en los artículos 51 de la Ley 336 

del 1996, articulo 74 de la Ley 1437 del 2011, y en el Decreto 1701 de 2015 previó lo siguiente:    

 

I- ANTECEDENTES 

 

1) Mediante Resolución 11520 del 31 de octubre de 2022, este despacho resolvió SANCIONAR a la 

empresa de transporte CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - 

“CORTRANSINDIA”, identificada con NIT. 806.012.987-1 en su calidad de empresa de servicio público 

de transporte terrestre automotor individual distrital de pasajeros a la cual se encuentra afiliado el 

vehículo en cuestión, por contravenir el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y artículo 9 de la Ley 105 de 

1993, en concordancia con los artículos 2.2.1.3.8.6 y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 y conforme 

a lo previsto en el capítulo 9 de la Ley 336 de 1993, contentivo del literal e) del artículo 46 de la Ley 

336 de 1996. 

 

2) La Resolución 11520 del 31 de octubre de 2022 fue notificada a la empresa el día 01 de marzo de 

2023 conforme a la Ley 1437 de 2011. 

 

3) El día 14 de marzo de 2023, la empresa “CORTRANSINDIA” presentó recurso de reposición contra la 

Resolución 11520 del 31 de octubre de 2022, alegando en resumen lo siguiente: 

 

a. Manifiesta que tanto en la Resolución de apertura como en la Resolución que decide la 

investigación, se indica que se tiene como prueba el IUIT 1059256 del 03 de julio de 2020, sin 

embargo, al momento de notificar las mencionadas resoluciones, no se adjuntó copia del 

IUIT, esto es, de la prueba que soporta la investigación administrativa. 

b. Por lo anterior, es de su sentir que existe una indebida notificación toda vez que teniendo en 

cuenta el artículo 67 del CPACA, no se proporcionó copia integra de las resoluciones. 

c. Concluye entonces indicando que se está violando su derecho al debido proceso, derecho 

de defensa y contradicción de la prueba, dado que la misma no pudo ser controvertida en 

el ejercicio de la defensa técnica.  

d. Por otra parte, indica que la razón social de la empresa es CORPORACIÓN NACIONAL DE 

TRANSPORTE INDIA CATALINA “CORTRANSINDIA”, identificada con NIT. 806.012.987-1, por lo 

que la empresa CORTRASINDIA no la conoce. 

e. Manifiesta que, tanto en la Resolución de apertura No. 1508 del 23 de junio de 2021 como en 

la resolución que decide No. 11520 del 31 de octubre de 2022, no se individualizó en debida 

forma a la empresa de transporte toda vez que por un lado en la formulación de cargos se 

apertura en contra de CORTRASINDIA y se sanciona a la CORPORACIÓN NACIONAL DE 

TRANSPORTE INDIA CATALINA “CORTRASINDIA”, identificada con el NIT. 806.012.987-1, por lo 

que no corresponde a la empresa CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA 

CATALINA “CORTRANSINDIA”. 

f. Esboza que, no tiene ni ha tenido conocimiento de la Resolución 1508 del 23 de junio de 2021, 

por lo que solicita aclaración del contenido de la misma ya que al no habérsele entregado 

esta, se está violando el debido proceso. 

g. Indica que, se apertura la investigación teniendo en cuenta lo preceptuado en los artículos 

16 de la Ley 336 de 1996 y numerales 2,5 7 6 del artículo 9 de la Ley 105 de 1993, en 

concordancia con el artículo 2.2.1.1.3 del Decreto 1079 de 2015, así como lo preceptuado en 

el artículo 2.2.1.1.11.7 del Decreto 1079 de 2015 

h. Manifiesta que el artículo 2.2.1.1.3 del Decreto 1079 de 2015 se encuentra contemplado en el 

CAPITULO 1 el cual corresponde a SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR 

COLECTIVO, METROPOLITANO, DISTRITAL Y MUNICIPAL DE PASAJEOS, en la sección 11, 

ARTÍCULO 2.2.1.1.11.1. Obligación de portar la tarjeta de operación. 

i. Por lo anterior, considera que el articulo anotado es para el servicio de transporte terrestre 

automotor colectivo y no para el caso que nos ocupa que es servicio público de transporte 

terrestre automotor individual de pasajeros en vehículos taxi, que es para el cual está 

habilitada la empresa CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA 

“CORTRANSINDIA”, y por tanto considera que al colocar un fundamento jurídico que no 

corresponde a la actividad que se dedica la empresa, existe falsa motivación en el acto 

administrativo. 
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j. Considera que solo se puede sancionar al conductor del vehículo quien a su vez en este caso 

es el propietario, puesto que en los hechos consignados en el IUIT fueron NO PORTAR LA 

TARJETA DE OPERACIÓN y que el Artículo 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015 establece la 

obligación de portar la tarjeta de operación en cabeza del conductor, por tanto, solicita se 

exonere a la empresa de transporte de la responsabilidad endilgada.  

k. Por último, pide se revoque la resolución de apertura y que se revoque o modifique la 

resolución por medio de la cual se decide una investigación, en el sentido de exonerar a la 

empresa de transporte.  

 

 

II- PRUEBAS 

 

1) Informe Único de infracción al transporte con No. 1059256 del 03 de julio de 2020. 

2) Resolución 1508 del 01 de junio de 2021 

3) Resolución 11520 del 31 de octubre de 2022. 

4) Recurso de reposición de fecha 14 de marzo de 2023, contra la Resolución 11520 del 31 de octubre 

de 2022. 

 

  

III- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO Y ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR EL 

RECURRENTE 

 

A continuación, el despacho precisará los conceptos de Debido Proceso en la Constitución Política 

de 1991, luego se precisará sobre los principios, finalidad y naturaleza del transporte público en 

Colombia, posteriormente se definirá el concepto de tarjeta de operación y sobre la obligación de la 

empresa de transporte para gestionarla de acuerdo a lo establecido en la legislación colombiana. 

De igual manera se analizarán los argumentos esbozados por el recurrente y por último el sustento de 

la improcedencia del recurso de apelación contra la resolución sancionatoria y sobre la 

improcedencia del recurso de queja en esta instancia. 

 

a. El debido proceso en la constitución de 1991. 

 

En principio, la Constitución política de Colombia señala en el Título I De los principios fundamentales 

artículo 4, inciso segundo, lo siguiente: 

 

“Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y 

obedecer a las autoridades”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 6 superior señala:  

 

“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 

 

Bajo estos supuestos y como forma de garantizar la guarda de la Constitución y las leyes por parte de 

los particulares, el Estado cuenta con una serie de medidas de carácter coercitivo dentro de las 

cuales se encuentra la potestad sancionatoria, la cual debe ser ejercida de acuerdo a lo postulado 

en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, que dispone: 

 

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 

observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. (…).” 

 

De igual manera, el alto Tribunal en Sentencia C-980 de 2010 indicó lo siguiente:  

 

“(…) la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre 

otros, los derechos a: (i)ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad 

con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en 

la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad 
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competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de 

la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con 

violación del debido proceso.  

 

De acuerdo con su contenido esencial, este Tribunal ha expresado que el debido proceso administrativo se 

entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la 

ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados. Al respecto, 

ha sostenido que el desconocimiento en cualquier forma del derecho al debido proceso en un trámite 

administrativo, no sólo quebranta los  elementos esenciales que lo conforman, sino que igualmente comporta 

una vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas las personas 

naturales y jurídicas (C.P., art. 229), que en calidad de administrados deben someterse a la decisión de la 

administración, por conducto de sus servidores públicos competentes”. 

 

b. Principios, finalidad y naturaleza del transporte público en Colombia. 

 

En cuanto a los principios del transporte público, señala la Ley 105 de 1993 en su artículo 2 literal b, 

que: De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y 

vigilancia del transporte y de las actividades vinculadas”; A su vez el artículo 3 de la norma en 

comento, semana que: 

 

“El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por 

medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de 

acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los 

siguientes principios: 

 

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 

ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, 

oportunidad y seguridad. 

 

En cuanto a la finalidad y naturaleza del transporte público, la Corte constitucional ha indicado que: 

 

“El fenómeno de la ciudad -su tamaño y distribución- hace del transporte público urbano un medio 

indispensable para ciertos estratos de la sociedad, en particular aquellos que viven en zonas marginales y 

carecen de otra forma de movilización. De la capacidad efectiva de superar distancias puede depender la 

estabilidad del trabajo, el acceso y la permanencia en el sistema educativo, el ejercicio de la iniciativa privada 

y, en general, el libre desarrollo de la personalidad. 

 

La necesidad de trascender la distancia entre los sitios de habitación, trabajo, estudio, mercado, etc, en el 

menor tiempo y costo posibles, coloca al ciudadano carente de medios de transporte propios, a merced del 

Estado o de los particulares que prestan este servicio. La potencialidad de afectar la vida diaria del usuario por 

parte de las empresas transportadoras explica la mayor responsabilidad social y jurídica exigible a estas y el 

estricto control de las autoridades con el fin de garantizar la prestación adecuada del servicio. 

 

A nivel del individuo, el transporte es un instrumento de efectividad de los derechos fundamentales, La intima 

conexidad entre el derecho al servicio público del transporte con los derechos al trabajo (CP art. 25), a la 

enseñanza (CP art. 27), a la libre circulación (CP art. 24) y en general, al libre desarrollo de la personalidad (CP 

art. 16), hace predicable a estos últimos la protección constitucional del artículo 86 de la constitución cuando 

su desconocimiento se traduce en una inmediata vulneración o amenaza de los mencionados derechos. El 

transporte es una actividad comercial que tradicionalmente ha sido considerada un servicio público en 

atención a su trascendencia para el desarrollo económico y social de la comunidad (CP arts. 78, 334 y 365 a 

370.” 

 

Posición que reafirma el alto tribunal Constitucional en su sentencia C-408 de 2004 señalando que: 

 

“Así, el transporte público ha sido por virtud de la ley catalogado con un servicio público esencial (Ley 336 de 

1996, art. 5), el cual se prestará bajo la regulación del Estado e implicará la prelación del interés general sobre 

el particular, en especial para garantizar la prestación eficiente del servicio y la protección de los usuarios. La 
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seguridad, según lo dispone el artículo 2 de la ley mencionada, y el literal e) del artículo 2 de la Ley 105 de 1993, 

constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte en general.” 

 

En concordancia con lo reglamentado en el artículo 5 de la Ley 336 de 1996, que señala el carácter 

de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 

empresas de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, 

conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada modo. 

 

c. De la Tarjeta de Operación. 

 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2.2.1.3.8.1. del Decreto 1079 de 2015 la tarjeta de operación 

es el documento único que autoriza a un vehículo automotor para prestar el servicio público bajo la 

responsabilidad de una empresa de transporte, de acuerdo con el radio de acción autorizado y que 

cuando se trate de áreas metropolitanas, la tarjeta de operación facultará la movilización en todos 

los municipios que conformen dicho ente territorial, sin sujeción a ninguna otra autorización. En este 

sentido, el artículo 2.2.1.3.8.6. de la norma ibidem, impone la obligación a las empresas de transporte, 

de gestionar las tarjetas de operación de la totalidad de sus equipos y entregarlas oportunamente a 

sus propietarios, así como también la de realizar su respectiva renovación por lo menos con un (1) mes 

de anticipación a la fecha de vencimiento, para lo cual, los propietarios de los taxis vinculados 

deberán presentar a las empresas documentación necesaria para el trámite, por lo menos con dos 

(2) meses de anticipación a su vencimiento. A su vez, el artículo 2.2.1.3.8.7. establece la obligación 

del conductor de portarla.  

 

d. Análisis de los argumentos expuestos por el recurrente 

 

Sobre el recurso interpuesto el día 14 de marzo de 2023 por la empresa recurrente, debemos 

manifestar lo siguiente: 

 

En primera instancia, si bien es cierto que esta entidad no aportó las pruebas que indica el recurrente, 

no es menos cierto que, el artículo 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo señala que “En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, 

auténtica y gratuita del acto administrativo...”, ahora bien, es pertinente en este punto indicar que, si 

bien las pruebas están relacionadas en el acto y son mencionadas en él, las mismas no integran el 

acto como tal, como si hacen parte integra del expediente administrativo, el cual está a disposición 

de las partes investigadas para ser consultado en cualquier momento y así mismo solicitar las copias 

que consideren. 

 

De lo anterior es posible colegir entonces que, esta entidad en procura de la buena fe, del principio 

de economía procesal y de celeridad en el proceso, decide al momento de la notificación de los 

actos administrativos, allegar copia de las pruebas, sin embargo, la omisión en el envío de las mismas, 

no implica que se haya notificado en indebida forma.  

 

Máxime de lo anterior, debemos indicar que adolece de falsedad toda vez que el IUIT 1059256 del 03 

de julio de 2020 fue enviado el día 17 de junio de 2021 al correo electrónico dispuesto por la empresa 

para la notificación de los actos administrativos a los que haya lugar desde el buzón electrónico 

aureliano.rico@transitocartagena.gov.co, por tanto, no puede el recurrente indicar que existe 

indebida notificación y por tanto, no se configura violación alguna al debido proceso, derecho de 

defensa y contradicción de la prueba. 

 

Sobre la afirmación del recurrente con relación a que no se ha individualizado en debida forma a la 

empresa puesto que tanto en la Resolución de apertura No. 1508 del 23 de junio de 2021 como en la 

resolución que decide No. 11520 del 31 de octubre de 2022 se indica un nombre distinto al de la 

empresa CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA “CORTRANSINDIA”, debemos 

indicar que tal error en la digitación no compromete en ningún momento la individualización de los 

mailto:aureliano.rico@transitocartagena.gov.co
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sujetos llamados a responder, máxime cuando el número de identificación tributaria establecido en 

ambas resoluciones, es el correspondiente a la empresa CORPORACIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE 

INDIA CATALINA “CORTRANSINDIA”. 

 

Por otra parte, a cerca de la afirmación de desconocimiento de la Resolución No. 1508 del 23 de junio 

de 2021, la misma adolece de completa falsedad, toda vez que esta le fue notificada a la empresa 

el día 17 de junio de 2021, tal como consta en el expediente administrativo.  

 

En cuanto a la manifestación de que el fundamento jurídico con el que se apertura corresponde a 

normas aplicables al servicio de transporte publico colectivo y no al servicio de transporte publico 

individual, que sería el aplicable al caso subexamine y que por tanto al colocar un fundamento 

jurídico que no corresponde a la actividad que se dedica y para la cual está habilitada la empresa, 

nos encontramos ante una falsa motivación, es pertinente indicar lo siguiente: 

 

En primera instancia, el recurrente tuvo conocimiento de la Resolución No. 1508 del 23 de junio de 

2021 mediante la cual se aperturó la investigación y tal como lo establece el artículo 50 de la Ley 336 

de 1996 se le otorgó un término de traslado de 15 días hábiles, en el cual pudo haber ejercido su 

derecho de defensa y contradicción aduciendo lo que ahora propugna, sin embargo, la empresa 

investigada decidió guardar silencio. Es decir, esta era la oportunidad procesal en la cual se podía 

pronunciar respecto a los cargos que le fueron formulados.  

 

De igual manera, es importante recordar que el acto administrativo mediante el cual se apertura la 

investigación, no es un acto en el que se establezca la responsabilidad de un sujeto, es meramente 

un acto en el que producto de investigaciones preliminares se ha establecido que existe una presunta 

infracción a determinadas normas de transporte.  

 

Aunado a lo anterior, en el caso particular que nos ocupa debemos indicar que la norma en que se 

fundamenta la apertura de la investigación y la sanción, corresponde al artículo 16 de la Ley 336 de 

1996, ahora bien, es cierto que en ambos actos son mencionadas normas que ayudan a 

complementar el fundamento normativo, sin embargo, estas no constituyen el fundamento principal. 

 

Aunado a esto, pese a que en la resolución de apertura se haya hecho mención a normas aplicables 

al servicio público de transporte colectivo, la empresa sabiendo esto, guardó silencio. Empero, 

teniendo en cuenta que en la apertura de la investigación solo se está presumiendo la comisión de 

una infracción a determinadas normas de transporte y las que puedan ser concordantes, en el curso 

del proceso esta entidad confirmó que se transgredió el artículo 16 de la Ley 336 de 1996 y determinó 

que las normas concordantes y acordes a la realidad fueron las dispuestas en los artículos 2.2.1.3.8.6 

y 2.2.1.3.8.7 del Decreto 1079 de 2015. Por lo anterior, no le asiste razón al recurrente al indicar que 

existe falsa motivación de las resoluciones de apertura y por medio de la cual se decide la 

investigación. 

 

Como ultimo argumento, el recurrente indica que no es posible sancionar a la empresa dado que los 

hechos consignados en el IUIT fueron NO PORTAR LA TARJETA DE OPERACIÓN, sin embargo, tal 

afirmación es fácilmente desvirtuada al visualizar el folio No. 1 del expediente en el cual se encuentra 

el Informe de Infracciones de Transporte No. 1059256 del 03 de julio de 2020 y en el ítem 16. 

Observaciones, describe “No portar tarjeta de operación vigente. No se inmoviliza, falta de grúa”. Por 

tanto, claramente la empresa en este caso también puede ser sancionada por transgredir el artículo 

16 de la Ley 336 de 1996 en concordancia en este caso con el artículo 2.2.1.3.8.6. del Decreto 1079 

de 2015.  

 

Por todo lo anterior, los argumentos del recurrente han sido desvirtuados y no se accederá sus 

pretensiones.  

 

En mérito de lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE DEL DISTRITO DE CARTAGENA. 
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RESUELVE 

 

ARTICULO PRIMERO: CONFIRMAR la Resolución 11520 del 31 de octubre de 2022, teniendo en cuenta 

lo expuesto.  

 

ARTICULO SEGUNDO: CONFIRMAR la Resolución 1508 del 01 de junio de 2021, teniendo en cuenta lo 

expuesto. 

 

ARTICULO TERCERO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso y se entiende agotada 

la vía administrativa de acuerdo a lo señalado en el artículo 87 de la Ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO CUARTO: Notificar del contenido de la presente Resolución a la empresa CORPORACIÓN 

NACIONAL DE TRANSPORTE INDIA CATALINA - “CORTRANSINDIA” de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 67 de la ley 1437 de 2011. 

 

ARTÍCULO QUINTO: De conformidad con lo resuelto en la Resolución No. 11520 del 31 de octubre de 

2022, en su oportunidad, envíese el expediente junto a la Constancia de Ejecutoria a la Oficina de 

Cobro Coactivo, para proceder con la ejecución.  

 

Dado en Cartagena de Indias D.T y C., el día  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

 

 

JANER JOSE GALVAN CARBONO 

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

Proyecto: Loly Ozuna Martínez, Asesora Externa Oficina de Transporte Publico - DATT  

Reviso: Digna Vargas Arroyo – Profesional Universitario Código 219 Grado 33 – DATT  

Aprobó: Myriam Cecilia Solórzano Escobar - Subdirectora Jurídica – DATT. 
 

 

 


